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El Derecho de Petición como Actuación para Iniciar un Proceso Administrativo 

Sancionatorio en la Superintendencia Nacional de Salud 

 

Resumen 

 

Teniendo en cuenta que actualmente el sistema de salud en Colombia, es un tema 

álgido, se hizo necesario, esbozar ciertas particularidades procedimentales delegadas a una 

autoridad encargada de ejercer la Inspección, Vigilancia y Control del Sistema General de 

Seguridad Social en Salud, es decir, la Superintendencia Nacional de Salud. 

En los informes de gestión y/o rendiciones de cuentas presentadas por esta entidad,  

revelan el número de procesos administrativos iniciados desde el año 2011, en donde se 

evidencia que a pesar de la gran cantidad de derechos de petición elevados por los usuarios 

del sistema, como mecanismo para iniciar un proceso administrativo, el número de 

investigaciones es mínimo, lo cual conlleva a la vulneración de las garantías individuales 

inherentes, ya que el ciudadano, requiere de la  Inspección, Vigilancia y Control por parte de 

esa autoridad, con el fin de obtener la efectividad en el cumplimiento en su derechos en el 

sector salud. 

Se debe resaltar que con la gestión administrativa adelantada por la Superintendencia 

Nacional de Salud, se estaría incurriendo en una posible vulneración del debido proceso, 

teniendo en cuenta que la falta de oportunidad en la intervención por parte de la autoridad 

competente, conlleva al desconocimiento a las garantías individuales de los ciudadanos. 

Con la presente investigación, se pretende exponer el modelo procedimental 

implementado en el proceso administrativo efectuado al interior de la Superintendencia 
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Nacional de Salud, de acuerdo a lo sujeto por la Ley y con esto se identifican los factores de 

las prácticas administrativas que inciden en el debido proceso.  

Palabras clave 

Proceso Administrativo Sancionatorio, Derecho de Petición, Garantías Individuales, 

Oportunidad, Gestión Administrativa, Rendición de Cuentas.  

Abstract 

Given that currently Health System in Colombia, is hot topic of the United Nations, 

made necessary, outlining certain delegated procedural particularities One Responsible 

Authority to exercise the Inspection, Monitoring and Control of the General System of Social 

Security in Health, it is feasible, The National Health. 

In the Management Reports and accountings presented by is entity reveal the number 

of started from the year 2011 administrative proceedings, where it evidence that despite the 

large number of Rights Elevated request by System Users as a mechanism m para Start 

administrative process of the UN, the number of investigations is minimal, here which leads 

to the violation of the inherent individual rights, and the citizen, requires the inspection, 

supervision and control by this Authority to get Effectiveness Compliance  of Rights in the 

health sector. 

It should be noted that the administration conducted by the National Superintendence 

of Health, would be incurring in a possible violation of due process, considering that lack of 

opportunity in Intervention by the Competent Authority, leads to lack of knowledge 

Individual Rights of Citizens. 
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With the present investigation, it is intended to expose the procedural model 

implemented in the administrative process conducted within the National Health, according 

to the subject by the Act and this allows to identify the factors of administrative practices 

which affect the  due process. 

Keywords 

Sanctioning Administrative Process, Right to Petition, Individual Guarantees, 

Opportunity, Administrative Management, Due Process, Accountability.  
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Introducción general 

 

En el Sistema General de Salud en Colombia1, influyen diferentes circunstancias que 

inciden negativamente en el cumplimiento de las obligaciones de las entidades promotoras 

en Salud, por lo tanto se requiere la intervención de las autoridades delegadas para la 

verificación de los compromisos legales dispuestos en la normatividad.  

La Superintendencia Nacional de Salud, según la Red Nacional de Protección al 

Consumidor, es la Autoridad encargada de ejercer la inspección, vigilancia y control del 

Sistema General de Seguridad Social en Salud2, Seguro Obligatorio de Accidentes de 

Tránsito (SOAT), Fondo de Solidaridad y Garantía (FOSYGA), Entidades Promotoras de 

Salud (Régimen contributivo y subsidiado), Instituciones prestadoras de servicios de Salud 

– IPS, Empleadores y Entidades Territoriales (Departamentos, Distritos y Municipios),  por 

lo tanto, es la entidad que interviene ante las irregularidades que se presentan en el ejercicio 

institucional de la prestación del servicio de salud. 

En las rendiciones de cuentas y/o informes de gestión, presentados desde el año 2011 

al 2015, por la Superintendencia Nacional de Salud,  se evidencia que se iniciaron pocos 

                                                             
1 El sistema de salud colombiano sufrió una profunda transformación en 1993, principalmente como respuesta 

para garantizarle a toda la población el acceso a la salud. El nuevo Sistema General de Seguridad Social en 

Salud (SGSSS), financiado básicamente por medio de las contribuciones de las personas con capacidad de pago 

y por aportes del Gobierno con recursos públicos, se conforma por el régimen subsidiado y el régimen 

contributivo (Pinzón, 2013. p. 275). 
2 La Ley 1122 de 2007 define el Sistema de Inspección, Vigilancia y Control del Sistema General de Seguridad 

Social en Salud como el conjunto de normas, agentes y procesos articulados entre sí, el cual se encuentra en 

cabeza de la Superintendencia Nacional de Salud, Entidad que de acuerdo con sus competencias  

constitucionales y legales, deberá enfocar sus funciones de IVC hacia el financiamiento, el aseguramiento, la 

prestación de servicios de atención en salud pública, la atención al usuario y participación social, las acciones 

y medidas especiales, la información y la focalización de los subsidios en salud. (Ministerio de Salud y 

Protección Social, 2014)  
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procesos administrativos3 limitando la garantía del servicio de salud, solicitada mediante el 

derecho de petición como garantía individual.  

Cabe resaltar que los derechos de petición interpuestos ante la Superintendencia 

Nacional de Salud, se definen como una herramienta para que el vinculado al Sistema 

General de Seguridad Social en Salud, solicite: primero; una intervención oportuna, para 

garantizar el servicio de salud y además pueda someter al proceso de Inspección, Vigilancia 

y Control, alguna presunta vulneración existente. La responsabilidad sobre esta última, recae 

en esta entidad, la cual está obligada a ejercer su función sobre las entidades vigiladas y sus 

vinculados, es decir, debe realizar los diferentes seguimientos, procesos y posteriormente 

sanciones, con el fin de garantizar una prestación adecuada del servicio, partiendo del 

derecho a la salud4 de todos los individuos, respondiendo de forma oportuna, eficaz y 

eficiente5.  

La gestión administrativa ejercida por la Superintendencia Nacional de Salud, tiene 

como objeto, garantizar el cumplimiento de los derechos de los usuarios en el Sistema 

General de Seguridad Social en Salud, así como los deberes por parte de los diferentes actores 

                                                             
3 El proceso, en sentido general, ha sido entendido como el conjunto de actos interrelacionados entre si y 

caracterizados por su naturaleza eminentemente teleológica, en la medida que busca la realización de un fin 

determinado.(Andueza, 1984, 117) 
4 El derecho a la salud fue consagrado en la Constitución Política de 1991 como un derecho económico, social 

y cultural, es decir, un derecho de segunda generación, que posteriormente ha sido reconocido por la Corte 

Constitucional como un derecho fundamental a través de la acción de tutela por tres vías: la primera, 

estableciendo su relación de conexidad con el derecho a la vida, el derecho a la integridad personal y el derecho 

a la dignidad humana; la segunda, reconociendo su naturaleza fundamental en contextos donde el tutelante es 

un sujeto de especial protección (niños y niñas, adulto mayor, sujetos en condición de discapacidad, etc.); y la 

tercera es la afirmación en general de la fundamentalidad del derecho a la salud en lo que respecta a un ámbito 

básico, esto es, conforme a los servicios consagrados por la Constitución, el bloque de constitucionalidad, la 

ley y los planes obligatorios de salud, con las ampliaciones necesarias para proteger una vida digna. (Cárdenas, 

2013) 
5 El derecho de petición visto como “1) Como un "Derecho subjetivo procesal de las partes" o, 2) Como un 

"Poder jurídico que tiene todo sujeto de derecho, de acudir a los órganos jurisdiccionales para reclamar la 

satisfacción de una pretensión” (Toscano, 2013) 
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del Sistema, pero en el ejercicio de lo anterior, se ve limitado por los diferentes 

procedimientos internos, que restringe el cumplimiento de dicha labor. Por tal motivo es 

necesario para esta investigación plantear como pregunta ¿Cuáles factores de la práctica 

administrativa ejercida por la Superintendencia Nacional de Salud de Colombia, inciden en 

el proceso administrativo sancionatorio iniciado mediante derecho de petición como ejercicio 

de la garantía individual de los ciudadanos?  

Teniendo en cuenta lo anterior, es necesario establecer que para el presente estudio 

se realizará un análisis descriptivo de los procesos internos adelantados para llevar a cabo las 

actuaciones administrativas, con el fin de poder determinar el procedimiento que se le brindó 

a las diferentes peticiones presentadas por los ciudadanos ante la Superintendencia Nacional 

de Salud, basado en la descripción de  “fenómenos, situaciones, contextos y eventos; esto es, 

detallar como son y se manifiestan (…) Es decir, miden, evalúan o recolectan datos sobre 

diversos conceptos (variables), aspectos, dimensiones componentes del fenómeno a 

investigar” (Hernandéz 2006, p. 102). 
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Capítulo I: Fundamentación Teórica del Derecho de Petición como Garantía 

Individual   

 

Introducción  

 

Como primera medida, se requiere estudiar en la literatura académica lo concerniente 

a las garantías individuales entorno al derecho de petición, con el fin de determinar su 

relación como actuación inicial de un proceso administrativo, en el cual se evidencia ciertos 

aspectos que influyen dentro de la actuación administrativa adelantada por la 

Superintendencia Nacional de Salud, para esto se estructura como un enfoque procesal y el 

enfoque respecto a la prácticas administrativas, los cuales se enmarcan en tipologías que 

requieren que se declaren dentro de este proceso investigativo.  

Por lo tanto, se debe precisar la evolución normativa del derecho de petición a partir 

de 1991. De la misma manera no se debe dejar a un lado el derecho de acción como garantía 

individual. 

1. Evolución histórica Derecho de Petición   

 

 El que el derecho de petición, como derecho fundamental, se encuentra enmarcado 

en la Constitución Política de Colombia de 1991, artículo 23, el cual establece que “Toda 

persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de 

interés general o particular y a obtener pronta resolución. El legislador podrá reglamentar su 

ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales.” 
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Desde la vigencia de la Constitución Política actual, este derecho fue reglado por el 

antiguo Código Contencioso Administrativo, es decir, el Decreto 01 de 19846, en donde se 

establecía su modalidad, tiempo de respuesta, forma de presentación etc. Sin embargo, en 

atención a la modernización que sufre diariamente una sociedad, era necesario su 

modificación, así como lo establece Burgoa (1995, p. 27) “Todas las trasformaciones 

sociales, políticas, económicas y culturales tienen la tendencia natural de plasmarse en un 

orden jurídico determinado, bien sustituyendo a uno anterior o modificando esencialmente el 

existente. No se requiere cavilar mucho ni emprender enjundiosos ni complicados estudios 

para evidenciar los anteriores asertos, pues la historia de todos los países del mundo es el 

testigo fidedigno e inobjetable que los confirma”, por lo tanto, se requirió la actualización de 

la respectiva normatividad que fuera acorde con los requerimientos sociales. 

Por lo tanto, se profirió la Ley 1437 de 2011, por la cual se expidió el Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, en donde se regulaba de 

manera detallada el derecho de petición, sin embargo, esta por ser una Ley ordinaria, 

mediante Sentencia C-818 de 2011 la Corte Constitucional declaró la inconstitucionalidad de 

los artículos reguladores de este derecho, difiriendo los efectos de dicha decisión hasta el 31 

de diciembre de 2014, con el fin de que el Congreso de la Republica tramitara la 

correspondiente Ley Estatutaria. 

Sin embargo, en dicho término otorgado, no se generó la Ley Estatutaria requerida, 

lo que generó un vacío jurídico, debido a que lo concerniente al derecho de petición en el 

                                                             
6 Código Contencioso Administrativo, Campo de aplicación. Las normas de esta parte primera del código se 

aplicarán a los órganos, corporaciones y dependencias de las ramas del poder público en todos los órdenes, a 

las entidades descentralizadas, a la Procuraduría General de la Nación y Ministerio Público, a la Contraloría 

General de la República y contralorías regionales, a la Corte Electoral y a la Registraduría Nacional del Estado 

Civil, así como a las entidades privadas, cuando unos y otras cumplan funciones administrativas. Para los 

efectos de este código, a todos ellos se les dará el nombre genérico de "autoridades". 
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Decreto 01 de 1984 estaba derogado y lo estipulado en la Ley 1437 de 2011 era 

inconstitucional a partir de primero de enero de 2015. Dicha situación, creó un gran debate y 

la necesidad de elevar la consulta a la Sala de Consulta y Servicio Civil sobre la normatividad 

aplicable, mientras se tramitaba el documento para sanción presidencial.   

En consecuencia, mediante concepto No. 2243 de 28 de enero de 2015, dicha sala 

dispuso revivir las normas reguladoras del derecho de petición contenidas en el extinto 

Código Contencioso Administrativo, es decir, Decreto 01 de 1984, hasta tanto no empezara 

a regir la Ley Estatuaria correspondiente.  

Teniendo en cuenta lo anterior, el día 30 de junio de 2015, se expidió la Ley 17557, 

por medio de la cual se regula el derecho fundamental de petición, y se adoptó en su mayoría 

lo estipulado en lo declarado inexequible mediante sentencia de 2011,  por lo tanto sustituyó 

desde el artículo 13 al 33 de la Ley 1437 de 2011, conservando en su esencia lo reglado en 

el antiguo Código Contencioso Administrativo.  

La ley 1755 de 2015, establece respecto al Derecho de petición ante autoridades reglas 

generales, el artículo 13, plasma sobre el objeto y modalidades del mismo, en donde 

consagra:  

Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los 

términos señalados en este código, por motivos de interés general o particular, y a obtener 

pronta resolución completa y de fondo sobre la misma. 

 Toda actuación que inicie cualquier persona ante las autoridades implica el ejercicio del 

derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, sin que sea 

necesario invocarlo. Mediante él, entre otras actuaciones, se podrá solicitar: el 

reconocimiento de un derecho, la intervención de una entidad o funcionario, la resolución de 

                                                             
7 Por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=4125#23
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una situación jurídica, la prestación de un servicio, requerir información, consultar, examinar 

y requerir copias de documentos, formular consultas, quejas, denuncias y reclamos e 

interponer recursos. 

 El ejercicio del derecho de petición es gratuito y puede realizarse sin necesidad de 

representación a través de abogado, o de persona mayor cuando se trate de menores en 

relación a las entidades dedicadas a su protección o formación. 

En este entendido, debido a las reformas estipuladas se evidencia que el derecho de 

petición, ha sufrido modificación respecto a sus términos, los cuales se desarrollan de la 

siguiente manera, de acuerdo a lo establecido en la Ley 1755 de 2015: 

Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma 

legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de 

los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la 

resolución de las siguientes peticiones: 

 1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) 

días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se 

entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por 

consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al 

peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días 

siguientes. 

 2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con 

las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su 

recepción. 

  Parágrafo. Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos aquí 

señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento 

del término señalado en la ley expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el 

plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del 

inicialmente previsto. 

De la misma manera, en Sentencia T 332 de 2015, la Corte Constitucional reitera lo 

dispuesto en Sentencia T-012 de 1992 y plasma:  
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(…) la importancia de esta garantía fundamental, cuya efectividad, según se ha reconocido, 

resulta indispensable para el logro de los fines esenciales del Estado, particularmente el 

servicio de la comunidad, la promoción de la prosperidad general, la garantía de los 

principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución y la participación de todos en 

las decisiones que los afectan, así como para asegurar que las autoridades cumplan las 

funciones para las cuales han sido instituidas (artículo 2o. Constitución Política) 

Por tanto, en la citada sentencia se establece que la jurisprudencia ha fijado una serie 

de reglas relacionadas con el objeto y alcance del derecho de petición y ha precisado lo 

siguiente: 

1. Es determinante para la efectividad participativa, debido a que mediante este se 

garantizan los demás derechos constitucionales. 

2. La resolución pronta y oportuna es el núcleo esencial del derecho de petición, 

teniendo en cuenta que sin esos parámetros seria inocuo su utilización.  

3. La respuesta debe ser oportuna, de fondo, clara, precisa y congruente.  

4. La respuesta del derecho de petición no implica aceptación y/o rechazo de lo 

solicitado.  

5. Este derecho va dirigido a las entidades estatales sin embargo, la normatividad lo 

extendió a organizaciones privadas. 

Ahora bien, la Superintendencia Nacional de Salud mediante Resolución Número 

0083 de 2005, ahora mediante Resolución 321 de 2016, reglamenta el trámite interno 

brindado al derecho de petición en esta entidad, en donde adopta en su reglamentación lo 

dispuesto en la normatividad legal vigente, es decir, la ley 1437 de 2011 y 1755 de 2015.  
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2. El Derecho de Acción – Garantía Individual 

 

Ahora bien, teniendo en cuenta que esta investigación va dirigida a determinar los 

factores de la actuaciones administrativas en la Superintendencia Nacional de Salud que 

inciden en el proceso administrativo sancionatorio iniciado por el derecho de petición, como 

garantía individual, es necesario entrar a estudiar teóricamente el derecho de acción ante las 

entidades públicas para determinar el vínculo y obligatoriedad de la entidad a responder ante 

dicha participación, partiendo del concepto de que “la acción es el derecho público cívico, 

subjetivo, abstracto y autónomo que tiene toda persona natural o jurídica, para obtener la 

aplicación de la jurisdicción del Estado a un caso concreto” (Alvarez, 2003, p 42) 

En el marco de la investigación elaborada por Toscano López  (2013, p. 237) en su 

artículo Aproximación conceptual al acceso efectivo a la Administracion de Justicia a partir 

de la Teoria de la Accion Procesal, establece que: 

Toda persona nacional o extranjera, física o jurídica (en razón a que las personas jurídicas 

también tienen intereses legítimos cuya protección merece protección), así los particulares y 

entidades públicas, tendrían la posibilidad de ejercer este derecho, siempre y cuando se 

cumplan ciertas condiciones relacionadas con la capacidad (para ser parte y procesal) y su 

acreditación, so pena de frustrar su ejercicio (Toscano, 2013, p. 237). 

Es necesaria la determinación de intereses jurídicamente tutelados que el sujeto 

pretenda hacer valer en el proceso como “justificación para tan especial vinculación de los 

particulares a los derechos fundamentales se encuentra a juicio de la Corte en la ruptura de 

la situación de igualdad que caracteriza las relaciones entre privados, ruptura provocada por 

la situación de preeminencia en que se coloca aquel que asume la prestación del servicio” 

(Estrada, 2000 p. 274) y de ahí la importancia de un procedimiento claro y efectivo, con el 

fin de evitar posibles futuras vulneraciones.  
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De la misma manera Marinoni (2013, p. 60), declara un enfoque procedimental, por 

el cual, el derecho de acción ante las instituciones se convierte en la efectiva y real viabilidad 

de la consecución de la tutela del derecho material. En donde, relaciona que el derecho de 

acción tiene diversos corolarios, se inicia con el derecho a participar adecuadamente del 

proceso, mediante la presentación de alegaciones y de producción de pruebas en plazo 

racional, para influir sobre el convencimiento del juez respecto a los hechos, con esto 

garantizando el debido proceso para la obtención de el cumplimento de los derechos de los 

ciudadanos.  

Sin embargo, Aarnio (1998, p.103), considera que los procesos o procedimientos en 

la actualidad se encuentran enfocados a imponer una sanción, dejando a un lado el espíritu 

de las leyes; 

El procedimiento legislativo, en tanto tal, no puede ser entendido como una acción propiamente 

dicha en el sentido de la teoría de Von Writht. Es, más bien, una actividad constituida por 

numerosos acciones individuales. Sin embargo, al menos en algunos casos, el paso final del 

procedimiento, la sanción de la ley. (…) La toma de decisión judicial, esta, sin más, 

normativamente orientada solo en casos rutinarios tales como la imposición de una multa (...). 

 

Lo cual quiere hacer ver que en realidad, el debido proceso para llegar a una sanción, 

se estaría contraviniendo, solo por la concepción que tiene el legislador y complementan 

(Toscano 2004, p. 287), el cual considera que el derecho de acción debe  responder a una  

lógica-humana, la «operatividad» parte de una perspectiva -asunto, humano- que es pauta, 

que es receptividad. 

La relación anterior evidencia que cada uno de estos autores, proponen un carácter 

meramente procesal, lo cual garantizaría que el derecho de acción (derecho de petición), sería 
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un mecanismo utilizado por los ciudadanos, que brindaría un procedimiento más adecuado 

para poder cumplir con los lineamientos estatales y las garantías individuales que poseen los 

entes involucrados en determinado sector. Sin embargo, esto se convierte en procedimientos 

engorrosos y de respuesta tardía, por lo tanto es necesario combinarlo con la efectividad en 

las entidades estatales, las cuales tienen como finalidad el cumplimiento de los derechos de 

las personas. Por eso es necesario, realizar una descripción sobre las Practicas Administrativa 

al interior del Estado. 

En esta tipología, se evidencia que se deja a un lado el procedimiento, centrando su 

atención en el ideal del deber ser de la práctica administrativa: 

Existe una relación directa entre los objetivos, que es lo que la entidad se esfuerza 

por conseguir, y los componentes, que representan lo que se necesita para cumplir 

dichos objetivos. La información es necesaria para las tres categorías de objetivos: 

gestionar las operaciones empresariales eficazmente, preparar estados financieros 

fiables y determinar si se están cumpliendo las leyes aplicables. El control interno es 

relevante para la totalidad de la entidad o para cualquiera de sus unidades o 

actividades. Los cinco componentes son aplicables e importantes para conseguir los 

objetivos de las operaciones. (Varela, 2009, p. 67). 

La práctica administrativa entendida como una función, la cual debe garantizar un 

debido proceso, pero así mismo debe responder a la efectividad en el cumplimiento de las 

leyes. Por lo tanto, para el tema de investigación, aportan fielmente el autor García (2012, p. 

5,6), estableciendo que: 

Los superintendentes delegados, a su vez, son designados libremente por el 

superintendente general, y en ejercicio de sus funciones deben atender las políticas 

de la entidad, señaladas por su nominador. Debido a ese origen, y a la ausencia de 

adecuadas reglas de ingreso y sostenimiento en la función que garanticen la 

imparcialidad, independencia e inamovilidad del funcionario que actúa como juez, 

debe concluirse que el modelo actual de asignación de funciones jurisdiccionales a 
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la citada superintendencia no garantiza el derecho fundamental al debido proceso, 

en especial de quien allí es demandado o convocado a pleito. 

Estos procesos, deben ser delegados a las instituciones con atribuciones 

constitucionales de Inspección, Vigilancia y Control, en donde, se declararía un inicio de un 

proceso, por medio del Derecho de Petición, teniéndolo como base para la apertura de un 

proceso administrativo, en el cual su finalidad es la de garantizar la participación de las 

partes, con la presentación de sus respectivos medios probatorios, es decir, un debido 

proceso, pero teniendo en cuenta que este debe ser en un tiempo corto, atendiendo al principio 

de celeridad8, lo que permitiría una decisión sancionatoria o absolutoria, que iría en 

consonancia con las garantías individuales de los ciudadanos.    

Pero es de tener en cuenta que estas garantías individuales entorno al derecho de 

petición, como actuación inicial de un proceso administrativo, es una temática que obliga 

establecer teorías sobre las prácticas administrativas, debido a que en la praxis se evidencia 

una cierta de cantidad de principios, sobre el deber ser de la gestión administrativa, dejando 

a un lado la teoría de su práctica.  

La práctica administrativa en las entidades estatales, se debe entender como un 

conjunto de acciones encaminadas a garantizar los principios constitucionales, los cuales 

deben girar en torno a un procedimiento que sea eficaz y eficiente. Tal y como lo plasma 

(Valderrama 2000, p. 74), estableciendo que “toda acción del estado corresponde a la ciencia 

de la administración; el derecho administrativo tiene como objeto la organización y la 

                                                             
8 El principio de celeridad se presenta como un parámetro de acción de la administración pública para la debida 

consecución de los fines estatales, en la medida en que“…las autoridades administrativas deben evitar costosos, 

lentos, o complicados pasos administrativos que obstaculicen el desarrollo del trámite del expediente. Se trata 

de una directiva legal que apela a racionalidad en el empleo del tiempo, de los medios, y en la configuración de 

las formas. (Quintero, 2015, p, 17) 
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jurisdicción administrativa y además la acción jurídica”. Anteriormente, con la expedición 

del Decreto 001 de 1884 el “Estado miraba al ciudadano y a la sociedad desde una posición 

de autoridad y superioridad jerárquica, como titular de poderes exorbitantes ante el común 

de las personas, responsable mesiánico de una legalidad que debía imponer a toda costa” 

(Valderrama 2000, p. 74), es decir, el Estado era responsable de proteger la legalidad de los 

actos de la administración, para brindar cumplimiento de los principios adquiridos como 

ciudadanos y esto permite mayor intervención y mayor seguridad al momento de garantizar 

el cumplimiento de los derechos adquiridos. De la misma manera, “se dispuso entre sus 

principios orientadores: la celeridad, la eficacia, la imparcialidad y la publicidad en las 

actuaciones administrativas” (Sanmiguel, 1995, p. 99). 

De igual manera el autor (Alcibíades 1927, p. 37), propone que es indispensable crear 

una jurisdicción encargada de decidir las frecuentes solicitudes entra la administración, es 

decir, las autoridades y los individuos, porque los actos de estos pueden lesionar los intereses 

individuales o el mismo interés colectivo. 

En consonancia con lo anterior, se tiene en cuenta que a partir de la expedición de la 

Ley 1437 de 2011, se proponen un proceso de transformación para la jurisdicción 

administrativa, en la cual se involucra al Estado y a su administración, en donde, su finalidad 

es otorgarle a las entidades un procedimiento administrativo y no necesariamente un 

procedimiento judicial, es decir;   

La novedad consiste en el énfasis que se hace en la Ley 1437 de 2011, en el título 

del Código, pero sobre todo, en el contenido del libro I, al dar una mayor entidad a 

esa regulación de los procedimientos administrativos, que si bien se mantiene en el 

mismo cuerpo normativo como su primera parte, se quiere diferente y con alcance 
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propio y no para ser entendida como una mera etapa o antesala para la actuación 

que indefectiblemente deberá surtirse ante la jurisdicción (Zambrano 2012, p. 40). 

Se entiende que el mecanismo para que la administración tenga conocimiento de las 

acciones o las omisiones de sus entidades vigiladas, se ha consagrado a través de la 

Constitución Política de Colombia, mediante el Art. 23, establece el Derecho de Petición, 

como derecho fundamental,  y posteriormente regulado la Ley 1437 de 2011, pero de manera 

transitoria, sin embargo, estas peticiones, se pueden considerar como una herramienta para 

que el Estado proteja los derechos directamente en sede administrativa, debido a que al elevar 

su solicitud, la administración tiene el conocimiento  de la situación y con la respuesta 

oportuna de parte de esta, se lograría iniciar las acciones correspondientes. “Lo que comporta 

necesariamente un esfuerzo por aumentar las garantías en el procedimiento y por asegurar la 

transparencia en la toma de decisiones”. (Zambrano 2012, p. 42)  

El vicepresidente del Consejo de Estado, William Zambrano Cetina (2012, p. 42), 

establece que debe haber cinco herramientas identificables al momento de la aplicación del 

nuevo procedimiento:  

i) se afianza el derecho de petición como eje de toda actuación iniciada por un 

particular,  

ii) se otorgan instrumentos a la administración para atender situaciones de 

emergencia en los que estén en juego los derechos fundamentales del peticionario,  

iii) se fortalecen los recursos administrativos para que dejen de entenderse como 

un simple requisito de procedibilidad.  

iv) se establece, para garantizar el principio de igualdad, el deber de aplicar de 

manera uniforme las normas y para el efecto de tomar en cuenta las sentencias de 

unificación jurisprudencial del Consejo de Estado en las que se interpreten y apliquen 

dichas normas, al tiempo que 
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v)  se establece un mecanismo para extender los efectos de una sentencia de 

unificación jurisprudencial dictada por el Consejo de Estado, en la que se haya 

reconocido un derecho, a quienes lo soliciten y acrediten los mismos supuestos fácticos 

y jurídicos.  

El autor, propone un procedimiento administrativo, en donde únicamente se puede 

iniciar mediante escrito o por medio de correo electrónico, solo cuando la autorice la ley e 

informa la iniciación de la actuación al interesado para el ejercicio de su derecho a la defensa, 

de la misma manera, las autoridades podrán decretar la práctica de audiencias en el curso de 

las actuaciones con el objeto de promover la participación ciudadana, asegurar el derecho de 

contradicción, o contribuir a la pronta adopción de decisiones. Dejando en todo caso 

constancia de lo acontecido en ellas. También se realiza una consulta previa a la adopción de 

la decisión de la administración, sin embargo, todo caso la autoridad adoptará 

autónomamente la decisión que a su juicio sirva mejor el interés general.  

En este sentido, se evidencia que tanto la doctrina, como la normatividad y 

jurisprudencia, amparan el derecho de petición, como la acción de los ciudadanos, para la 

participación activa, dentro de las entidades estatales, encargadas del control de la 

administración, en los diferentes campos dispuestos para la prestación de servicios delegados 

para el cumplimiento de las garantías sociales otorgadas por la Constitución Política de 

Colombia. Por lo tanto, estas entidades ejecutoras de dicha finalidad, tienen el deber de la 

interacción continua con el ciudadano, ya que con su rol de garante, es necesario estar en 

continua vigilancia de la prestación delegada y así lograr la efectividad en el servicio 

prestado.  
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Capítulo II: Las Actuaciones Administrativas iniciadas en la Superintendencia 

Nacional de Salud mediante Derecho de Petición 

 

Introducción 

 

Teniendo en cuenta que tal como lo define la Contraloría General de la Republica, las 

rendiciones de cuentas se entienden como “la acción, como deber legal y ético, que tiene todo 

funcionario o persona de responder e informar por la administración, el manejo y los 

rendimientos de fondos, bienes o recursos públicos asignados y los resultados en el 

cumplimiento del mandato que le ha sido conferido.” 

De la misma manera, es preciso mencionar que la Superintendencia Nacional de 

Salud, es un organismo de Inspección, vigilancia y Control, en el sector salud, por ende los 

ciudadanos colombianos, acuden a ella con el fin de presentar diferentes peticiones, quejas 

y/o reclamos, para que sean escuchados e intervenga la administración oportunamente, 

garantizando la efectividad en la prestación del servicio de salud. 

Ahora bien, en las rendiciones de cuentas presentadas por la Superintendencia 

Nacional de Salud desde el año 2011 hasta el año 2015, se evidencia la gestión desarrollada 

por esta entidad, pero específicamente, para esta investigación, se tuvo en cuenta dos aspectos 

de este deber legal: 

1. Derechos de petición presentados9 

2. Actuaciones Administrativas iniciadas10. 

                                                             
9 Presentación de un derecho de petición debidamente soportado para obligar a la administración a dar respuesta 

(Echeverri. Arcila, A. (1993) 
10 El contenido esencial del derecho; si sólo puede ser ejercitado por los ciudadanos o también por los 

extranjeros; si es sólo un derecho de contenido formal o puede ser en algunos casos un derecho de contenido 

material; si es un derecho de participación o una garantía jurídica; si el acto que dicta el poder público 
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Sin embargo, antes de adentrarse en los datos obtenidos, es necesario realizar una 

contextualización de la normatividad interna de la Superintendencia Nacional de Salud, 

respecto a las actuaciones administrativas  adelantadas por esta entidad, con el fin de poder 

comprender los procesos desarrollados por esta entidad, con el fin de determinar los factores 

de la  práctica administrativa que inciden en el debido proceso que se inició mediante derecho 

de petición que conlleva afectaciones a las garantías individuales de los ciudadanos 

peticionarios en la Superintendencia Nacional de Salud. 

Como primera medida se resalta que un proceso administrativo es el instrumento  de 

la administración, que tiene como fin llevar un control y un procedimiento que vayan en pro 

de los objetivos de la entidad.  

1. Las Actuaciones Administrativas en la Superintendencia Nacional de Salud 

 

Posterior a la reclamación del ciudadano, se requiere adelantar un proceso 

administrativo con el fin de que la Superintendencia Nacional de Salud, cumpla su función 

de Inspección, Vigilancia y Control, las cuales están regulados en diferentes normas. Por esto 

mismo, es importante resaltar, que desde el año 2011 al 2015, se aplicaron distintas normas, 

en la aplicación de los procesos administrativos, debido a su vigencia, por tal motivo, es 

necesario entrar en detalle en cada una de estas para poder visualizar sus diferentes 

sustanciales, partiendo del hecho de que “el reglamento igual debe satisfacer los principios 

expuestos, no invadir las competencias prohibidas, seguir el procedimiento administrativo y 

                                                             
contestando a una petición es un acto graciable, discrecional o político; y, en fin, la posibilidad de controlar 

estos actos. (Bartomeu, 1994) 
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legislativo preceptuado. La omisión de cualquiera de ellos implica la pérdida de vigencia y 

validez de la norma” (Gordillo, 2003 p. 35) 

 

1.1 Resolución 1212 de 2007 

En el año 2011, regia la Resolución 1212 de 2007, por medio de la cual se señalaron 

los procedimientos aplicables a los vigilados de la Superintendencia Nacional de Salud, 

respecto de las investigaciones administrativas sancionatorias, en donde, en su primer 

capítulo hace referencia a aspectos generales sobre el proceso sancionatorio, estableciendo 

que los competentes para iniciarlo y tramitarlo, son tanto el superintendente Nacional de 

Salud, como los superintendentes delegados y así mismo hace referencia sobre la finalidad 

del régimen sancionatorio, rezando lo siguiente: 

Artículo 4°. Finalidad del régimen sancionatorio. En la interpretación de las normas del 

proceso sancionatorio, el funcionario competente deberá tener en cuenta, además de la 

prevalencia de los principios generales del derecho administrativo, que la finalidad del 

procedimiento es el logro de los objetivos y funciones de la Superintendencia Nacional de 

Salud en desarrollo de su función de inspección y vigilancia de la prestación del servicio 

público de seguridad social en materia de salud, función constitucional delegada por el 

Presidente de la República, contenida en el numeral 22 del artículo 189 de la Constitución 

Política, y en el cumplimiento de las garantías debidas a las personas que en él intervienen  

Lo anterior, deja en evidencia, que el objetivo del inicio de un proceso 

sancionatorio, aparte de cumplir sus funciones de Inspección, Vigilancia y Control, es 

el cumplimiento de las garantías de las personas pertenecientes al Sistema General de 

Seguridad Social en Salud, garantizando los principios plasmados en el artículo 7 de la 

Resolución en mención, como son principios rectores del derecho administrativo, como 

lo son: 
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 Principio de contradicción11 

 Principio de proporcionalidad12 

 Principio ejemplarizante de la sanción13  

 Principio de la revelación dirigida14 

 Principio de economía15 

 Principio de eficacia16 

 Principio de imparcialidad17 

 Principio de legalidad18 

                                                             
11 El principio es consecuencia directa, por una parte, del artículo 24 de la Constitución en el que se garantizan los derechos 

de defensa que deben entenderse referidos también al ámbito del procedimiento administrativo. Igualmente debe tenerse en 

presente el derecho a la participación en los asuntos públicos consagrados en el artículo 23 de la Constitución y que se 

recoge, igualmente, en el artículo 3.5 de la Ley de Procedimiento ("En sus relaciones con los ciudadanos las 

Administraciones públicas actúan de conformidad con los principios de transparencia y de participación")( Apuntes de 

Derecho Administrativo de María Zambonino Pulito, Catedrática de Derecho Administrativo en la Universidad de Cádiz.). 
12 El principio de proporcionalidad exige entender los derechos fundamentales como principios, y los principios como 

mandatos de optimizacióniii que obligan a considerar que toda disposición iusfundamental genera un ámbito de protección 

ilimitado conformado por “todo el espectro de normas y de posiciones jurídicas que sea posible relacionar en principio 

semánticamente con el derecho tipificado en la Constitución”iv.(Castillo, 2013; p 3) 
13 La sanción que se imponga debe persuadir a los demás directores, administradores, representantes legales, revisores 

fiscales o funcionarios o empleados de la misma entidad vigilada en la que ocurrió la infracción y demás entidades vigilada 

s por la Superintendencia Bancaria, de abstenerse de vulnerar la norma que dio origen a la sanción. (Palomar, 2004; 85) 
14 El principio general predicable en materia sancionatoria es la publicidad de las sanciones y, su excepción, la aplicación 

del denominado principio de la revelación dirigida establecido para que la Superintendencia Financiera de Colombia 

determine, en cada caso, si la publicación de una sanción puede afectar la solvencia o seguridad de las entidades vigiladas 

consideradas individualmente o en su conjunto o poner en riesgo la estabilidad del mercado (Concepto 2007015138-002 del 

18 de mayo de 2007).. 
15 El principio de economía se deriva del debido proceso y se orienta a que la administración no introduzca elementos no 

previstos en el ordenamiento jurídico para cada actuación administrativa, con lo cual se busca que dichas actuaciones se 

realicen en el menor tiempo posible, disminuyendo gastos, y no exigiendo más documentos de los necesarios, etc.( Castaño 

2011) 
16 La eficacia es un principio que irradia a los diversos sectores de la función y organización administrativa, por lo que 

posee un contenido heterogéneo y no univoco. En términos generales, la eficacia y la eficiencia implican que la 

administración pública no solo debe actuar u obrar, sino que debe obtener un resultado o alcanzar un fin u objetivo, de modo  

que la efectividad o éxito de la administración es un criterio de legitimidad de esta. 
17 Esta garantía, considerada como norma jus cogens[1] de Derecho Internacional, deviene no sólo en la necesidad de que 

el juez que ha de conocer un proceso sea imparcial, sino que por demás sea independiente, competente y que haya sido 

predeterminado por la Ley. 
18 Es claro que en el artículo 29 el Constituyente de 1991 consagró de manera expresa el denominado principio de legalidad, 

"nullum crimen, nulla poena sine lege", principio tradicionalmente reconocido y aceptado como inherente al Estado 

democrático de derecho, sobre el cual se sustenta la estricta legalidad que se predica del derecho penal, característica con la 

que se garantiza la no aplicación de la analogía jurídica en materia penal, la libertad de quienes no infringen la norma, y la 

seguridad para quienes lo hacen de que la pena que se les imponga lo será por parte del juez competente, quien deberá 

aplicar aquélla previamente definida en la ley.(Sentencia C-739 de 2000). 
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 Principio de derecho a la defensa19 

 Principio de presunción de inocencia20 

Estos principios, concuerdan con las Constitución Política de Colombia y las 

normas específicas del tema, ya que involucran en su generalidad las especificidades 

requeridas para poder adelantar las actuaciones administrativas concernientes, ya que se 

busca “que el procedimiento administrativo sea entendido por la administración y por 

los particulares como un instrumento suficiente para asegurar la garantía de los 

derechos” (Alvarado 2012, p 37).  

Así mismo, se puede evidenciar que uno de los principios plasmados en esta 

resolución, es la Eficacia, en el cual se establece que la administración procurará 

remover los “obstáculos de orden formal”, con el fin de evitar vicios en el proceso, por 

esto faculta a la superintendencia para sanear en cualquier momento de un proceso, con 

el fin de buscar celeridad y efectividad en la actuación procesal. 

De la misma manera, esta Resolución plasma que para poder determinar la 

comisión de infracciones, podrá iniciarse la actuación, de oficio, por informes recibidos 

de terceros, mediante la práctica de visitas administrativas de Inspección, Vigilancia y 

Control, por traslado de otras autoridades, por “quejas o informes de personas naturales 

o jurídicas”, es decir, para este caso específico, cualquier persona natural o jurídica que 

eleve una queja (derecho de petición), en contra de alguno de los vigilados, se puede 

                                                             
19 La compresión de este principio obliga al conocimiento de los dos sentidos que comporta la idea de defensa. Uno, material 

o substancial, tiene en vista un complejo de derechos y garantías con carácter procesal, siendo esto el derecho de defensa, 

en sentido amplio. El segundo, formal o institucional se limita a definir el derecho de la parte a beneficiarse de un defensor 

especializado, siendo esto el derecho de defensa, en sentido limitado.( Lavinia-Mihaela ; 2011; Pag.244).  
20 El principio de presunción de inocencia, consiste en el plano procesal en que toda persona acusada de delito tiene derecho 

a que se presuma su inocencia, mientras no se pruebe su culpabilidad en un juicio en el que se respeten todos los derechos 

inherentes a la garantía de audiencia.(Castillo, Marinda) 
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iniciar una actuación administrativa y antes la etapa de formulación de cargos, se 

practicarían las pruebas necesarias, lo cual brindaría fuerza a la actuación administrativa, 

para que esta pueda ser notificada a la EPS. 

Esta facultad, se la brinda al funcionario de la entidad, tal como lo plasma el Art. 

25 de la Resolución 1212 de 2007 “(…) si el funcionario competente considera que los 

hechos investigados constituyen una posible infracción, formulará los cargos 

correspondientes a los presuntos infractores mediante acto motivado (…)”, estos 

contendrán una síntesis de los hechos constitutivos de las posibles infracciones, de las 

pruebas allegadas que se tengan hasta el momento del inicio de la actuación y una 

declaración de las normas probablemente afectadas. La norma establece que el acto 

administrativo debe contener: 

1. Identificación de la persona natural o jurídica contra la que se ordenó la apertura 

del proceso sancionatorio.21 

2. Relación de pruebas en que se fundamentan las posibles faltas al Sistema 

General de Salud22. 

3. La descripción y determinación de la conducta investigada, con indicación de 

las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se realizó23. 

4. Las normas presuntamente violadas y el concepto de la violación, concretando 

la modalidad específica de la conducta24. 

                                                             
21 La identificación e individualización de la entidad que presuntamente no cumplió con los parámetros establecidos por las 

normas, es de carácter fundamental, teniendo en cuenta que siendo persona jurídica o persona natural se deben respetar los 

derechos constitucionales que les asisten.    
22 En estos procesos, se deben entender que las pruebas aportadas por la parque quejosa, son fundamentales debido a que el 

funcionario delegado para la labor, es el encargado del inicio de una actuación administrativa basa en el material probatorio 

aportado.  
23 Es necesario la determinación de la conducta investigada sea de manera detallada, con el fin de garantizar el derecho de 

defensa, partiendo del debido proceso.  
24 La sustentación de la norma violada hace parte del acto administrativo debidamente motivado, con el fin de garantizar la 

legalidad del mismo.  
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5. El análisis de las pruebas que fundamentan cada uno de los cargos formulados.25 

6. La exposición fundada de los criterios tenidos en cuenta para determinar la 

gravedad o levedad de la falta26. 

7. El análisis de los argumentos expuestos por los sujetos procesales27. 

Respecto al traslado realizado al vigilado (EPS), la ley le brinda un término de 

treinta (30) días calendario a partir del día siguiente a la notificación, esta es la única 

oportunidad para poder presentar descargos y ente mismo periodo pueden solicitar la 

práctica de pruebas y pueden objetar las aportadas y la falta de pronunciamiento por 

parte de la EPS sería considerada como un indicio grave, así mismo, la contestación 

extemporánea podrá ser analizada por el funcionario, a fin de dar prevalencia a los fines 

Estatales que persiguen las actuaciones de las autoridades administrativas, mas no 

podrán decretarse las pruebas solicitadas en escrito declarado extemporáneo 

(Resolución 1212 de 2007, art. 28) brindándole oportunidad al derecho de defensa.  

Vencido este término inicia el periodo probatorio, en el que se tendrá en cuenta 

las pruebas aportadas oportunamente y así mismo, el funcionario puede decretar de 

oficio las que considere necesarias. Cabe aclarar que la norma no es clara en establecer 

cuál es la duración de este periodo, pero se puede inferir, que el máximo es de cuatro (4 

meses), debido a que establece que al decretar pruebas de oficio señala un tiempo para 

su práctica que no se puede exceder de 2 meses de pruebas al practicarse en el territorio 

nacional o de 4 meses si se deben practicar en el exterior. Esto quiere decir, que en el 

                                                             
2525 El funcionario delegado para el inicio de la actuación administrativa, debe garantizar la pertinencia, la conducencia y 

la utilidad de las pruebas que harán parte del mismo proceso.  
26 La fundamentación de los presupuestos facticos en conjunto de las pruebas aportadas, hace parte de descripción detallada 

de la supuesta contravención ejecutada por la entidad a la cual se le inicio la respectiva actuación administrativa. 
27 Tener en cuenta los argumentos presentados por los sujetos procesales, debe guardar relación con el principio de derecho 

de defensa, con el fin de garantizar el debido proceso.  
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inicio de la actuación administrativa, el quejoso aporto un determinado número de 

pruebas, las cuales se tiene en cuenta si cumple con los requisitos exigidos por la ley, 

posteriormente se brinda traslado al vigilado, el cual en su contestación, debió aportar 

las pruebas para rendir sus respectivos descargos, estas también se tiene en cuenta si 

cumple con el lleno de los requisitos y posteriormente, el funcionario encargado de la 

actuación administrativa, decreta una serie de pruebas, si lo considera pertinente, que no 

puede durar un periodo superior a 4 meses, las cuales deben valorarse en conjunto, 

conforme a las reglas de la san critica, atendiendo la naturaleza administrativa de la 

infracción.  

El artículo 40 de la misma resolución, establece que el régimen de las sanciones 

administrativas instituciones, están sujetas la vigilancia de la Superintendencia Nacional 

de Salud cuando: 

a) Incumplan los deberes o las obligaciones que la ley les impone; 

b) Ejecuten o autoricen actos que resulten violatorios de la ley, de los reglamentos 

expedidos por el Gobierno Nacional de acuerdo con la Constitución y la ley en desarrollo 

de sus facultades de intervención, de los estatutos sociales, o de normas o instrucciones 

que expida la Superintendencia Nacional de Salud en el ejercicio de sus atribuciones; 

c) Incumplan las normas, órdenes, requerimientos o instrucciones que expida la 

Superintendencia Nacional de Salud en ejercicio de sus atribuciones, cuando dicho 

incumplimiento constituya infracción a la ley. 

Lo anterior sin perjuicio de las demás acciones o sanciones a que haya lugar. 

De lo expuesto se puede colegir como el fin del proceso administrativo 

declarado, sin que taxativamente exista un término para brindar un fin al proceso, es 

decir, esta resolución establece el inicio de un proceso administrativo, así mismo, 
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explica las generalidades le las sanciones administrativas, pero no nombra una decisión 

final por parte de la entidad de Inspección, Vigilancia y Control.  

Para el procedimiento descrito, es necesario plasmar un diagrama, para poder 

entender con claridad, las generalidades procedimentales de la actuación administrativa.
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Cuadro No. 1 -Diagrama Proceso Resolución 1212 de 2007 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Elaboración propia basada en la Resolución 1212 de 2007  
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En este proceso administrativo se evidencia que todas las etapas tienen un término 

estimado para surtirlas, sin embargo, no existe taxativamente el término máximo para dictar 

Sanción por parte de la Superintendencia Nacional de Salud, por lo tanto, esto genera cierta 

incertidumbre con la decisión final tomada.  

Teniendo en cuenta este panorama, se deduce que a pesar de la intencionalidad de la 

normatividad interna que regía en su momento, en la que su propósito consistía en garantizar 

la labor ejercida por esa institución en pro de la Inspección, Vigilancia y Control en el sistema 

General de Seguridad Social, se evidencia que existen términos muy superfluos, ya que si 

bien es cierto, se establece un procedimiento específico para el trámite de las actuaciones 

administrativas, también lo es que el mismo poseía etapas inconclusas respecto a su duración, 

lo que generaba tanto para el administrado como para el vinculado incertidumbre frente al 

proceso y conllevaba a una presunta contravención a la celeridad procesal que debía 

contemplarse para el ejercicio de la misma.  

Ahora, por lo expuesto, la administración se vio en la necesidad de la modificación 

de la normatividad que regía en su momento, con el fin de que con su actualización se logrará 

cumplir los objetivos y principios de la actuación administrativa, en pro de la inspección, 

vigilancia y control ejercido brindándole cumplimiento a las garantías individuales que 

ostentan los colombianos.  

1.2 Resolución 3140 de 2011 

 

Posteriormente en Noviembre de 2011, se expidió la Resolución 3140 de 2011, la 

cual deroga la Resolución 1212 de julio 27 de 2007 y por medio de la cual se desarrolla el 

procedimiento administrativo sancionatorio previsto en el artículo 128 de la Ley 1438 de 
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2011, aplicable por la Superintendencia Nacional de Salud a sus vigilados y en su 

consideraciones establece la facultad para sancionar, de acuerdo a lo siguiente:   

Que el artículo 128 de la Ley 1438 de 2011 señala el procedimiento sancionatorio aplicable 

por la Superintendencia Nacional de Salud a sus vigilados, difiriendo en la Superintendencia 

Nacional de Salud el desarrollo de dicho procedimiento, mediante acto administrativo, con 

sujeción a lo allí dispuesto y teniendo en cuenta lo previsto en el Código Contencioso 

Administrativo, respetando, en todo caso, los derechos al debido proceso, defensa, 

contradicción y doble instancia. 

Que al tenor de lo dispuesto en el artículo 128 de la Ley 1438 de 2011, la Superintendencia 

Nacional de Salud está obligada a garantizar el debido proceso al ejercer la potestad 

sancionatoria, no solo porque la norma en cita así lo consagra al señalar que debe solicitar 

previamente explicaciones, sino porque la Constitución así lo impone (artículo 29); siendo 

importante resaltar en este punto que no se trata solamente de pedir explicaciones, sino de 

adelantar un procedimiento en el que se dé oportunidad al implicado de ejercer su defensa y 

de impugnar las decisiones que se dicten en su contra, como de ejercer los demás derechos 

que integran el debido proceso. 

Según lo consagrado en los principios orientadores, diferentes a los consagrados en 

la Resolución 1212 de 2007, la norma establece lo siguiente: 

Artículo 2º. Principios orientadores. De conformidad con lo previsto en los artículos 2° y 3° 

del Código Contencioso Administrativo, el procedimiento administrativo sancionatorio se 

desarrollará con arreglo a los principios de economía, celeridad, eficacia, imparcialidad, 

publicidad y contradicción y, en general, conforme a las normas de la parte primera del citado 

Código. 

Respecto a principios adicionales, agregó el de celeridad, en donde plasmó que “las 

autoridades tendrán el impulso oficioso de los procedimientos, suprimirán los trámites 

innecesarios, utilizarán formularios para actuaciones en serie cuando la naturaleza de ellas lo 
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haga posible, y sin que ello releve a las autoridades de la obligación de considerar todos los 

argumentos y pruebas de los interesados.” (Resolución 3140 de 2011, art. 2). 

De la misma manera agregó el principio de reserva de ley, el cual consiste en el que 

el legislador está facultado para “consagrar las conductas infractoras carácter delictivo, 

contravencional o correccional”, por tanto, puede fijar el procedimiento aplicable para 

efectos de su imposición. Este principio va aunado al principio de tipicidad también plasmado 

en dicha resolución, el cual obliga al legislador a describir explícitamente, sin que haya lugar 

a dudas sobre los actos que considere ilegales o ilícitos, así mismo, debe plasmar el 

procedimiento a seguir en caso de su imposición.  

Lo anterior, asociado con principios como el debido proceso, presunción de 

inocencia28, Non Bis In Idem29, Eadem Personae (Identidad de partes), Eadem Res (Identidad 

de objeto)30, Principio de la No reformatio In Pejus31, los cuales son aplicables en virtud de 

que las actuaciones administrativas, sean llevadas a cabo en aras de la transparencia, 

                                                             
28 Toda persona se presume inocente mientras no se le haya declarado judicialmente culpable. Art 29 de la 

Constitución Política de Colombia. 
29 Según Trayter Jiménez la expresión “non bis ídem” encierra un tradicional principio general del Derecho 

con un doble significado: de una parte, su aplicación impide que una persona sea sancionada o castigada dos 

veces por la misma infracción cuando exista identidad de sujeto, hecho y fundamento (Martínez Rodríguez 

2011) 
30 Según ha puntualizado la jurisprudencia, la <<cosa juzgada>> requiere la concurrencia de los siguientes 

elementos: a) identidad subjetiva- <<eadem personae>>- entre las personas acusadas en ambos procesos; b) 

identidad del objeto- <<eadem res>>- en cuanto al hecho enjuiciado, independientemente de su 

calificación.(Ruiz Gutiérrez 1994; p 6781) 
31 La prohibición de la reformatio in pejus tiene plena aplicabilidad en materias administrativas, tanto en el 

agotamiento de la vía gubernativa como en el desarrollo del procedimiento ante la jurisdicción de lo contencioso 

administrativo, circunstancia que se origina en la interpretación armónica y sistemática de los artículos 29 y 31 

de la Constitución Política, logrando de esta manera hacer efectivo el derecho al debido proceso y por ende de 

los demás principios y derechos constitucionales que guardan correspondencia con dicha institución jurídica, 

(Sentencia T-033 de 2002. M.P.  Rodrigo Escobar Gil. Enero 25 de 2002) 
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legalidad y con todas las garantías que expone tanto la Constitución como lo contencioso 

administrativo, como fundamentales para adelantar una actuación administrativa.  

Otra incursión que realizó la Resolución 3140 de 2011, en razón a sus principios, fue 

agregando el principio de culpabilidad, teniendo en cuenta que así como lo expone la norma 

“es uno de los pilares que sustentan la actividad sancionatoria de la administración pública, 

es el supuesto ineludible y necesario de la responsabilidad y de la imposición de la sanción”, 

de la misma manera, este principio se opone a las consideraciones respecto del valor de la 

conducta, teniendo en cuenta la Superintendencia Nacional de Salud debe tener 

responsabilidad objetiva, por lo tanto, “la culpabilidad es el supuesto ineludible y necesario 

de la responsabilidad y de la imposición de la sanción. Las faltas solo son sancionables a 

título de dolo o culpa.” 

De la misma manera, plasma el principio de la doble instancia, el cual permite que 

los actos administrativos, proferidos por la administración, en este caso, la Superintendencia 

Nacional de Salud, sean recurridos teniendo en cuenta los principios precitados.  

Se evidencia que dentro de dicha Resolución se promulgaron más principios, 

garantizando un debido proceso, y de la misma manera, se incluyó el principio de celeridad, 

en atención a la necesidad tanto de la ciudadanía como del Estado para el cumplimiento de 

las garantías individuales, ya que el retardo injustificado por parte del funcionario, puede 

conllevar a la presunta vulneración de las mismas.  

En consonancia con lo anterior, y con el fin de garantizar un debido proceso, incluyen 

en esta Resolución los derechos del investigado, en donde, proponen como derechos: acceder 
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a la investigación, Designar Defensor, Solicitar, aportar y/o controvertir pruebas, Rendir 

Descargos, Impugnar decisiones, Presentar alegatos de conclusión.  

Así mismo, establece el inicio de la actuación administrativa, en donde, hace 

referencia que puede iniciarse de oficio, por informes recibidos de terceros, mediante practica 

de visitas administrativas de Inspección, Vigilancia y Control (IVC), por traslado de otras 

autoridades, por quejas o informes de personas naturales o jurídicas, tal como lo plasma la 

Resolución de vigencia anterior.  

Esta resolución incluye en el artículo 31 que en caso de duda sobre la procedencia de 

una investigación, se ordenará unas averiguaciones preliminares, que tiene como finalidad 

verificar la ocurrencia de los hechos o la infracción a la normatividad en salud y así poder 

determinar sin son constitutivas de faltas que vulneren al Sistema General de Seguridad 

Social en Salud y/o Derecho a la salud, estableciendo que este trámite tendrá una duración 

máxima de 60 días hábiles.  

El inicio del trámite administrativo, es similar al consagrado con la anterior vigencia, 

estableciendo que el auto de iniciación contendrá una determinada información, el cual será 

notificado según lo establecido por el Decreto 001 de 1984, en este se establece que tiene un 

término de 5 días hábiles para rendir sus explicaciones y hacer valer sus derechos. Es decir, 

que con respecto a la norma anterior, es un cambio sustancial, haciendo más expedito el 

procedimiento.  

De la misma manera se evidencia que el periodo probatorio se reduce en tiempo, a 

tan solo quince (15) días calendario para ser practicadas y también incluye el periodo de 
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alegatos de conclusión, otorgándole un término de cinco (5) días hábiles para que las partes 

intervinientes dentro del proceso administrativo los presenten.  

Posteriormente, cuando haya vencido el termino para alegar en conclusión, el 

funcionario encargado, adoptara la decisión, en un término máximo de diez (10) días 

calendario, esta puede ser sancionatoria u ordenaría el archivo de la actuación y esta se 

notificara de acuerdo con lo estipulado en el Código Contencioso Administrativo y en esta 

se informara los recursos procedentes y el termino para interponerlos.  

Otro de los cambios que introdujo esta norma, es lo concerniente a la revocatoria 

directa, en donde establece que;  

Artículo 66. Causales de revocación. Los actos administrativos deberán ser revocados por 

las mismas autoridades que los hayan expedido o por sus inmediatos superiores jerárquicos 

o funcionales, de oficio o a solicitud de parte, en cualquiera de los siguientes casos: 

1. Cuando sea manifiesta su oposición a la Constitución Política o a la ley. 

2. Cuando no estén conformes con el interés público o social, o atenten contra él. 

3. Cuando con ellos se cause agravio injustificado a una persona. 

Con respecto a la oportunidad32, la Resolución 3140 de 2011, establece que se podrá 

cumplir en cualquier tiempo, siempre y cuando no se haya dictado auto admisorio de la 

demanda, pero aclara que las solicitudes de revocación directa de los Actos Administrativos 

de carácter general y los de carácter particular y concreto, en los cuales no se haya agotado 

la vía gubernativa, dentro del término de la caducidad de la acción de Nulidad y 

                                                             
32 Se debe entender la inclusión del principio de oportunidad como instrumento para buscar mayor eficacia en 

la justicia. (Berrio, 2011, p. 4) 
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Restablecimiento del derecho, deberán ser resueltas por la autoridad dentro de los tres meses 

siguientes a su presentación.  

Se debe tener en cuenta que la faculta sancionatoria de la Superintendencia Nacional 

de Salud, es de tres (3) años a partir de la ocurrencia del hecho o conducta, dentro de este 

término el Acto Administrativo que sanciona debe haber sido expedido y notificado y este 

cuando cobre su firmeza tiene un tiempo de prescripción de cinco (5) años contados a partir 

de la ejecutoria del acto. 

Es necesario dejar plasmado el esquema del procedimiento, con el fin de tener en 

claro la diferencias existente entre la Resolución 1212 de 2007 y la Resolución 3140 de 2011. 
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Cuadro No. 2 Diagrama Proceso Resolución 3140 de 2011 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Elaboración propia basada en la Resolución 3140 de 2011.
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Respecto al cuadro anterior, se puede inferir que la administración, expidió un 

proceso más ágil y garantista, para el inicio de un proceso administrativo, por lo tanto se hace 

necesario desarrollar lo relacionado en el informe de gestión, presentado por la 

Superintendencia Nacional de Salud, en el año 2012. 

De la misma manera, se debe resaltar que además de que el procedimiento expuesto, 

sea más expedito, se incluyeron diversos principios que colaboran armónicamente al 

cumplimiento de los objetivos institucionales que permiten garantizar la participación de los 

administrados y los personas que pertenecen al sistema de forma adecuada, de acuerdo al 

debido proceso consagrado constitucionalmente. Sin embargo, en atención a dicha 

normatividad existen factores que no permiten el cumplimiento total de los mismos, 

afectando la intencionalidad de la normatividad interna.    

Sin embargo, a pesar de la modificación anteriormente descrita se hizo necesario 

modificar y/o adicionar el procedimiento sancionatorio, con el fin de que este fortaleza el 

Sistema General de Seguridad Social en Salud a través del mejoramiento de los procesos 

implementados al interior de las instituciones encargadas de su control, con el fin de asegurar 

el cumplimiento de las garantías individuales otorgadas por el Estado colombiano a sus 

ciudadanos.  

1.3 Resolución 1650 de 2014   

 

Es necesario continuar con el análisis pormenorizado, de la normatividad que regula 

el proceso administrativo, por esto en Agosto del año 2014, se expidió la Resolución 1650 

de 2014, la cual derogo la Resolución número 1212 de julio 27 de 2007, la Resolución 

número 3140 de 2011 y reguló lo concerniente a los procesos administrativos, según las 

http://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/resolucion_supersalud_1212_2007.htm#INICIO
http://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/resolucion_supersalud_3140_2011.htm#INICIO


43 
 

facultades legales conferidas en el artículo 128 de la Ley 1438 de 2011 y en el numeral 20 

del artículo 7 del Decreto número 2462 de 2013.  

Cabe aclarar que el artículo 128 de la Ley 1438 de 2011 contiene el procedimiento 

sancionatorio aplicable por la Superintendencia Nacional de Salud a sus vigilados para la 

imposición de multas o la revocatoria de la licencia de funcionamiento y así mismo establece 

que la Supersalud, mediante acto administrativo desarrollara el procedimiento administrativo 

sancionatorio y en las consideraciones de esta Resolución  manifiesta que: “le corresponde 

al Despacho del Superintendente Nacional de Salud “expedir el procedimiento 

administrativo sancionatorio, respetando los derechos del debido proceso, defensa, 

contradicción y doble instancia, con sujeción al artículo 128 de la Ley 1438 de 2011 y a las 

demás disposiciones que lo modifiquen o adicionen”; procurando que los procedimientos 

logren su finalidad y, para el cumplimento de esto “removerán de oficio los obstáculos 

puramente formales”, en procura de la efectividad del derecho material objeto de la actuación 

administrativa.  

Con esta resolución, se establece que los trámites y procedimientos administrativos, 

pueden realizarse a través de medios electrónicos. Con el fin de brindar agilidad en sus 

procesos, muestra de esto, en el art. 5 regula la política sancionatoria, haciendo referencia a 

lo siguiente: 

ARTÍCULO 5o. POLÍTICA SANCIONATORIA. De conformidad con lo establecido en 

el numeral a) del artículo 39 de la Ley 1122 de 2007 la Superintendencia Nacional de Salud 

estará facultada para adoptar políticas sancionatorias. En virtud de las mismas, y 

considerando el impacto de las investigaciones en el Sistema de Seguridad Social en Salud, 

la afectación de derechos fundamentales y la sostenibilidad financiera del Sistema, podrá, 

entre otros, establecer mecanismos de descongestión, identificar asuntos prioritarios, 

http://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/ley_1438_2011_pr002.htm#128
http://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/decreto_2462_2013.htm#7
http://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/ley_1438_2011_pr002.htm#128
http://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/ley_1438_2011_pr002.htm#128
http://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/ley_1122_2007.htm#39
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agrupar investigaciones en las que se revisen globalmente las políticas y actuaciones de 

sus vigilados” (Negrilla fuera del texto original) 

Otras de las innovaciones de esta resolución, es que ordena crear a la 

Superintendencia Nacional de Salud, un registro de sanciones en el que figure la entidad 

sancionada, la conducta vulnerada con indicación a las normas contravenidas y así mismo se 

establecer el número de las veces que cada entidad ha sido multada por la vulneración de las 

mismas normas.  

 

Ahora bien, entrando en materia con respecto al proceso administrativo sancionatorio, 

esta resolución no implementa cambio con respecto a la forma del inicio de la actuación, pero 

si añade una facultad de la Superintendencia en cuestión, en donde, la faculta para presentar 

informe de improcedencia, el cual consiste en la declaración de improcedente el inicio de un 

procedimiento administrativo sancionatorio, cuando no exista mérito para adelantarla.  

 

Si existe la procedencia para iniciar un procedimiento administrativo, se dará inicio 

con las averiguaciones preliminares pertinentes y posteriormente se dictará auto de 

iniciación, el cual debe ser notificado indicando que tienen cinco (5) días hábiles, para rendir 

los respectivos descargos, en este deben aportar las pruebas que se pretendan hacer valer, sin 

embargo si existieran pruebas que son necesarias practicarse, el funcionario brindara un 

término de quince (15) días calendario. 

 

Posteriormente, brindará un término de cinco (5) días hábiles para presentar alegatos 

de conclusión y vencido este término, la Superintendencia Nacional de Salud, cuenta con un 

diez (10) días para imponer la sanción u ordenar el archivo de la actuación. Sin embargo, 
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cabe aclarar que la orden de archivo de la actuación, la puede realizar el funcionario en 

cualquier etapa del proceso, siempre y cuando se tengan los elementos jurídicos para 

constituirla. Y la misma norma aclara que “Los procesos administrativos sancionatorios que 

adelante la Superintendencia Nacional de Salud serán siempre de doble instancia”. 

 

Es importante resaltar, que el tipo de sanciones las cuales pueden imponer a los 

vigilados son: Amonestación escrita, Multa y Revocatoria de la habilitación.  

Teniendo en cuenta que el Sistema General de Seguridad Social en Salud, fue 

modificado por la Ley 1438 de 2011 y en este dispone en el Art. 128 el procedimiento 

sancionatorio aplicable por la Supersalud y en el cual incluyen el principio de doble instancia 

que consiste en cuando exista sanciones expedidas por la Superintendencia Nacional de 

Salud, son susceptibles de los recursos previstos en el Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativa, es decir, Ley 1437 de 2011. 
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Cuadro 3. Diagrama Proceso Administrativo Resolución 1650 de 2014 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Elaboración propia basada en Resolución 1650 de 2014. 
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De la misma manera, se resalta que dentro de las funciones asignadas a la Superintendencia 

Delgada de Procesos Administrativos son: 

1. Adelantar la investigación administrativa, cuando en ejercicio de las diferentes actividades 

de inspección y vigilancia ejecutadas por las Superintendencias Delegadas, se evidencien 

asuntos que puedan conllevar infracción, por parte de los sujetos vigilados, de las normas del 

Sistema General de Seguridad Social en Salud33. 

2. Adelantar y resolver en primera instancia los procesos administrativos sancionatorios e 

imponer las sanciones que correspondan de conformidad con la ley, a los sujetos vigilados 

por la Superintendencia Nacional de Salud34. 

3.Conocer en primera instancia los procesos de suspensión cautelar de administración de los 

recursos públicos de los actores del Sistema de Seguridad Social en Salud, cuando así lo 

solicite el Ministerio de Salud y Protección Social, como consecuencia de la evaluación por 

resultados y sancionar a los Departamentos u otras entidades del Sector Salud que reincidan 

en el incumplimiento de los indicadores de gestión y resultados en salud y bienestar, previa 

evaluación de los informes del Ministerio de Salud y Protección Social, en los términos 

establecidos en el artículo 2 Ley 1122 de 2007 o en las normas que la adicionen o 

complementen35. 

4. Adelantar los procesos administrativos e imponer las medidas a que haya lugar, respecto 

de los responsables del no giro oportuno de los recursos de la Subcuenta de Solidaridad del 

Fondo de Solidaridad y Garantía en Salud -FOSYGA o quien administre dichos recursos.36  

5. Proponer al Superintendente, en coordinación con la Oficina Asesora Jurídica, el 

procedimiento administrativo sancionatorio con sujeción al parágrafo del artículo 128 de la 

Ley 1438 de 2011 o la norma que lo adicione, modifique o subrogue. 

                                                             
33 La Superinetencia Nacional de Salud como entidad encargada de la Inspección, Vigilancia y Control en el sector salud, 

debe promover dentro de sus obligaciones lo trámites pertinentes que garanticen el cumplimiento de sus funciones 

designadas.  

34 En la vigilancia que se realice, debe adelantar los procesos encargados con el fin de poder garantizar que el buen 

funcionamiento del sistema de salud en Colombia.  
35 La suspensión cautelar de la administración de los recursos públicos, va dirigida a la garantía del buen manejo de los 

recursos aportados en el sector salud.  
36 Dentro de las funciones principales es el control del presupuesto que ingresa en el sector salud. 



48 
 

6. Informar de manera inmediata a las autoridades competentes las posibles irregularidades o 

conductas delictivas que se deriven de hechos investigados dentro de los procesos 

administrativos sancionatorios.37 

7. Coordinar con las demás dependencias la información que deben suministrar para adelantar 

los correspondientes procesos administrativos sancionatorios38. 

8. Presentar los informes requeridos por las autoridades competentes internas o externas a la 

Entidad, relacionados con el trámite de los procesos administrativos39. 

9. Remitir a la Oficina Asesora Jurídica, los fallos ejecutoriados para dar inicio a las acciones 

de cobro persuasivo y jurisdicción coactiva, cuando a ello hubiere lugar. 

10. Resolver los recursos de reposición y las solicitudes de revocatoria directa interpuestas 

contra los actos administrativos que expida la Superintendencia Delegada, en desarrollo de 

sus funciones y tramitar el de apelación cuando éste se interponga. 

11. Apoyar a la Oficina de Comunicaciones Estratégicas e Imagen Institucional en la 

actualización de la información publicada en la página web de la Superintendencia Nacional 

de Salud.40 

12. Llevar, administrar y mantener actualizado el sistema de información de registro, 

seguimiento y control de los procesos administrativos que adelante la Delegada. 

13. Las demás que le sean asignadas y que correspondan a la naturaleza de la dependencia. 

 

Teniendo en cuenta que algunos factores de las prácticas administrativas actuales 

inciden en el debido proceso, iniciado por derecho de petición, que afecta negativamente las 

garantías individuales de los ciudadanos peticionarios, es necesario que la Superintendencia 

Nacional de Salud proporcione una debida Inspección, Vigilancia y Control con respecto a 

                                                             
37 Siendo una entidad perteneciente al sector Publico, debe responder ante las autoridades delegadas para la vigilancia y el 

buen funcionamiento de las mismas. 
38 La Superintendencia Nacional de Salud debe garantizar que sus procesos internos cumplan con los parámetros.   
39 La entidad debe dar cumplimiento a los requerimientos que realizan las entidades del Estado que vigilan su buen ejercicio.  
40 Se debe garantizar el derecho de defensa y el debido proceso dentro de la actuación administrativa. 
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los vigilados y con esto poder garantizar en debida forma la prestación del servicio de salud, 

cumpliendo cabalmente con sus funciones delegadas constitucionalmente.  

De la misma manera, cabe resaltar que dentro de esta normatividad, se puede presumir 

que impone una generalidad sobre la procedencia e improcedencia del inicio de la actuación 

administrativa, es decir, el funcionario que considere que por alguna razón de hecho o de 

derecho no exista fundamentación alguna para el inicio de la actuación administrativa, debe 

motivar su decisión de acuerdo a la normatividad legal vigente. Lo que implica un ejercicio 

consiente del funcionario respecto a la situación jurídica planteada, en este caso mediante 

derecho de petición, lo anterior teniendo en cuenta los principios consagrados para este 

trámite.      

En virtud de lo anterior, es de advertir que la Superintendencia en cada una de las 

modificaciones realizadas respecto a las actuaciones administrativas, deja en evidencia su 

preocupación por que el proceso sea más ágil y eficiente para poder brindar garantías que le 

han sido delegadas para su cumplimiento.   
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Capítulo III: Rendiciones de Cuentas de la Superintendencia Nacional de Salud 

 

Introducción  

 

En las rendiciones de cuentas presentadas por la Superintendencia Nacional de Salud, 

se exponen los diversos procesos internos y sus respectivos resultados en pro de del 

trasparencia y eficiencia que deben desarrollar las entidades públicas, lo que conlleva una 

relación directa entre la administración y los ciudadanos.  

En este proceso es deber de las entidades del Estado exponer las acciones y la 

justificación respectiva de ellas, así mismo, se encuentra intrínseca la participación de la 

ciudadanía, en donde se elevan diversas inquietudes, como veedores del sistema y tiene 

derecho a escuchar las respectivas repuestas por parte de la administración.  

De la misma manera, en este documento se plasman diversos procesos y sus 

respectivos resultados, por lo tanto, dentro de esa exposición se evidencian temas como los 

derechos de petición presentados por parte de la ciudadanía y las actuaciones administrativas 

iniciadas, en proceso y culminadas en la Superintendencia Nacional de Salud.  

En estos informes se detallan, el número de peticiones, quejas y reclamos presentados 

ante la superintendencia nacional de salud, así mismo, se relaciona las Peticiones, Quejas y 

Reclamos (PQRs), impetrados por vigilado, es decir, cantidad discriminada por EPS 

involucrada. De la misma manera se puede evidenciar la cantidad de procesos administrativos 

iniciados por esta entidad y el tema por la cual dio apertura a la investigación.  
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1. Rendición de cuentas 2011 

 

Dentro de los resultados expuestos en el año 2011, respecto a los derechos de petición 

presentados por la ciudadanía y los procesos administrativos iniciados, con el fin de sancionar 

las entidades promotoras de salud, por las presuntas irregularidades que se presentan en la 

prestación de servicio de salud, se deja en evidencia la siguiente información: 

Cuadro 4. Relación derechos de petición y actuaciones administrativas 2011 

AÑO 2011 

Derechos de Petición Actuaciones 

Administrativas 

356.763 15 

Elaboración propia basada en la Rendición de cuentas 2011- Superintendencia Nacional de Salud 

 

Es necesario, plasmar los datos proporcionados por la entidad, con respecto a los 

derechos de petición presentados por los usuarios.  

Cuadro 5. Relación derechos de petición presentados en el 2011- Informe de Gestión Año 2011- Superintendencia 

Nacional de Salud 

TIPO VIGILADO ENE FEB MAR ABR MAY JUN JUL AGO SEP OCT NOV DIC 
TOTAL 

GENERAL % 

CONTRIBUTIVO 16957 19666 17863 13903 18201 18077 18851 21424 20624 19809 22322 21037 228734 64% 

SUBSIDIADO 3453 2881 4952 4110 7578 3011 2850 3947 4244 4065 4428 3708 49227 14% 

ESPECIAL Y 
EXCEPTUADO 681 436 275 276 626 648 463 749 695 572 597 507 6525 2% 

ENTES 
TERRITORIALES 481 414 714 614 501 509 680 2465 2345 487 407 370 9987 3% 

MEDICINA 
PREPAGADA 153 115 28 39 100 87 73 101 106 89 107 121 1119 0,30% 

SIN 
INFORMACIÓN 5668 5198 5105 5297 4048 4118 3120 3626 2768 2618 2931 3264 47761 13% 

OTROS 811 2080 885 749 631 803 1101 1853 1486 1214 875 922 13410 4% 

Total general 21725 23512 23832 18942 27006 22332 22917 28014 28014 25022 27861 25743 356763 100% 

Informe de Rendición de Cuentas de la Superintendencia Nacional de Salud Año 2011 
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En la anterior relación se evidencia la cantidad de peticiones presentadas por Entidad 

Promotora de Salud, tal como se muestra a continuación  

Cuadro 6. Relación derechos de petición por EPS 

ENTIDAD 

PROMOTORA DE 

SALUD 

CANTIDAD 

DERECHOS DE 

PETICIÓN 

SALUDCOOP 24.414 

NUEVA EPS  24.338 

COOMEVA  16.532 

SALUD TOTAL  12.074 

FAMISANAR  11.678 

CAFESALUD  8.443 

HUMANA VIVIR  8.006 

SANITAS  6.758 

SURA  6.345 

CRUZ BLANCA  5.805  

SERVICIO 

OCCIDENTAL DE 

SALUD S.A. (S.O.S.)  

5.362 

COMPENSAR  4.922 

ALIANSALUD 4.501 

SOLSALUD  3.097 

COMFENALCO 

ANTIOQUIA  

2.429 

COMFENALCO VALLE  1.705 

SALUDVIDA  1.572 

GOLDEN GROUP  1.514 

COLPATRIA  778 

MULTIMEDICAS  760 

RED SALUD  756 

SALUD COLOMBIA  593 

Elaboración propia basada en la Rendición de cuentas 2011- Superintendencia Nacional de Salud 

Con lo expuesto, se evidencia, cuantos derechos de petición, se presentaron por mes 

y por generalidad de vigilado, es decir, contributivo, subsidiado, medicina prepagada, etc., lo 
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cual demuestra que las personas que pertenecen al sistema de salud en Colombia, recurren a 

la petición, como derecho fundamental, para presentar sus inconformidades, con respecto a 

la EPS que le atiende.  

Por lo tanto, al presentarse cierta cantidad de peticiones,  debe existir una clasificación 

interna, con el fin de determinar los motivos que impulsaron a los ciudadanos a elevarlos,  

categorizándolos de acuerdo a cada una de las Entidades Prestadoras del Servicio de Salud, 

y el tema, con el fin de identificar de manera más exacta las presuntas vulneraciones que se 

presentan por parte de las EPSs. 

De la misma manera, a continuación se relaciona uno a uno de los procesos iniciados 

en el año 2011, en donde plasman el tema y si es el caso, si existe resolución de sanción.  

Cuadro 7. Procesos iniciados- Informe de Gestión 2011- Superintendencia Nacional de Salud 

No. AUTO 
DE 

APERTURA 

FECHA AUTO DE 
APERTURA - 

actuación para 
empleadores 

TEMA INVESTIGACION 
(PAMEC, Habilitación, 
Acreditación, Atención 

al Usuario) 

NOMBRE ENTIDAD 
INVESTIGADA 

ESTADO 
INVESTIGACION 

(En estudio, 
sanción) 

EN CASO DE 
SANCION No. 
RESOLUCION 

0,00006 20/01/2011 MEDICAMENTOS EMDISALUD  E.S.S. 
SANCIÓN X 50 

SMLMV 
003085/2011 

0,00007 20/01/2011 
MEDICAMENTOS Y CITA 

MEDICA 
SALUDCOOP EPS EN PRUEBAS   

0,00008 20/01/2011 INCUMPLIMIENTO CU SOLSALUD EPS 
SANCIÓN X 100 

SMLMV 
003529/2011 

0,00009 20/01/2011 
INCUMPLIMIENTO 

CIRCULAR 56 
SALUDCOOP EPS 

SANCIÓN X 200 
SMLMV 

  

0,00026 17/02/2011 
PROCEDIMIENTOS POS Y 

CU 
EMDISALUD E.S.S 

A. PRUEBAS 
000372/11 

  

0,00045 28/02/2011 PROCEDIMIENTOS POS  SALUDCOOP EPS 
RESOLUCION 

ARCHIVO 
002159/2011 

0,00055 8/03/2011 CITA ESPECILISTA SALUDCOOP EPS 
RESOLUCION 

ARCHIVO 
NOTIFICACIÓN 

0,00068 22/03/2011 
PROCEDIMIENTO POS 

CIRUGIA 
SALUDCOOP EPS 

A. PRUEBAS 
00269/11 

  

0,00070 22/03/2011 CITAS MEDICAS CRUZ BLANCA EPS 
A. PRUEBAS 

00332/11 
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0,00221 1/06/2011 
CITAS MEDICAS Y PROC 

POS 
FAMISANAR EPS 

SANCION 
NOTIFICACION 

  

0,00706 3/01/2011 
CITAS MEDICAS Y PROC 

POS 
CAJACOPI EPS-S EN PRUEBAS   

    CIRUGIA POS NUEVA EPS EN NOTIFICACION   

    
OFICINA ATENCIÓN AL 

USUARIO 
SELVASALUD EPS-S EN NOTIFICACION   

Informe de Rendición de Cuentas de la Superintendencia Nacional de Salud Año 2011 

 

Se puede evidenciar que a pesar de la gran cantidad de derechos de petición, 

presentados por los ciudadanos, en donde manifiestan algún tipo de irregularidad, dan inicio 

a muy pocos procesos administrativos, teniendo en cuenta que con respecto a los temas de 

investigación, los ciudadanos manifiestan en su mayoría las mismas irregularidades. 

Dentro de la misma rendición de cuentas se detecta que de los trescientos cincuenta 

y seis mil setecientos sesenta y tres (356.763) derechos de petición presentados por los 

ciudadanos y una gran cantidad por EPS, nada más se iniciaron quince (15) actuaciones 

administrativas, en donde, de ellas se sancionaron tan solo cuatro, es decir, a pesar de la gran 

cantidad de quejas presentadas por la prestación del servicio en las diferentes EPS, la 

Superintendencia Nacional de Salud, considero a su parecer que los reclamos presentados no 

ameritaban el inicio de una actuación administrativa. 

No se puede desconocer, que el sistema de salud en Colombia se encuentra en crisis 

y no solo actualmente sino desde hace más de una década, por tanto, se requiere un 

intervención oportuna del Estado, por medio de sus entidades delgadas para la Inspección, 

Vigilancia y Control, con el fin de garantizar los derechos fundamentales de los ciudadanos 

y con esta finalidad es la creación del procedimiento sancionatorio de las actuaciones 
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administrativas, en donde claramente se evidencia que en el año 2011, no existió gran 

participación por parte de esa entidad, en su control. 

Otro de los hallazgos que se extraen de los datos anteriormente relacionados, es que 

las tres primeras entidades con más derechos de petición presentados en su contra fueron: 

SALDUCOOP EPS, NUEVA EPS y COOMEVA EPS, a la cual se inició a cinco (5), una (1) 

y ninguna, respectivamente, en donde, el deber ser era que debido a la gran cantidad de 

quejas, se iniciaran en mayor cantidad actuaciones administrativas sancionatorias. Dejando 

a un lado su Inspección, Vigilancia y Control, lo que influye negativamente en el 

cumplimiento de garantía de los derechos a los usuarios del sistema de salud.  

Es aquí, donde la pregunta de investigación hace mella, debido a los factores de la 

practica administrativa ejercida en la Supersalud inciden negativamente en el proceso 

administrativo sancionatorio iniciado por medio de las peticiones elevadas por los 

ciudadanos, en donde, existen irregularidades en el proceso llevado a cabo de acuerdo a las 

cifras anteriormente expuestas, partiendo del hecho de que se debe buscar una intrínseca 

relación entre el usuario de un servicio o el ciudadano que reclama atención de quien se 

encuentra obligado a prestarla (Escobar 2011, p. 54) 

Aunado a lo anterior, se evidencia que otro de los factores de la  práctica 

administrativa que inciden en el debido proceso que se inicia por derecho de petición 

afectando las garantías individuales de los ciudadanos peticionarios, es la demora en el 

funcionario que dictan sanciones, ya que dejan a un lado los principios como lo son celeridad, 

eficacia, oportunidad, Etc.  

También cabe resaltar de este proceso que cual es el criterio del funcionario, para 

poder iniciar la actuación administrativa correspondiente, ya que como se estableció 

anteriormente, una de las formas para poder dar inicio a una actuación administrativa, es por 
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medio de queja de una persona natural, es decir, de los trescientos cimienta y seis mil 

setecientos cincuenta y tres (356.753) derechos de petición presentados ante la 

Superintendencia, pudo haberse iniciado un número significativo de actuaciones 

administrativas, en caso contrario, nada más se iniciaron tan solo quince (15) procesos 

administrativos y terminaron cuatro (4) en resolución de Sanción.  

Lo anterior dejando en evidencia que el procedimiento aplicado en su momento, no 

cumple con las características inicialmente requeridas para que con ellas se estuviera 

garantizando el cumplimiento de las funciones delegadas ante la Superintendencia Nacional 

de Salud, ya que por el poco número de procesos iniciados, existió un suma irrisoria de 

sanciones, en donde se puede deducir que el Sistema General de Salud se está aplicando de 

acuerdo a la normatividad legal vigente, cuestión que no correspondería a la realidad debido 

al gran número de quejas interpuestas por los usuarios del sistema o de la misma manera, es 

que la gestión administrativa que debe adelantarse por parte de esta entidad se está viendo 

entorpecida por algunos factores de carácter procedimental, que impide la intervención 

oportuna del Estado en el cumplimiento de sus labores respecto al sector salud.  

 

2. Rendición de cuentas 2012 

 

Ahora bien, de acuerdo a los resultados de la rendición de cuentas presentadas en el 

año 2012 en lo que concierne a los derechos de petición presentados por la ciudadanía y las 

actuaciones administrativas iniciadas, por las presuntas irregularidades que se presentan en 

la prestación de servicio de salud, se puede observar lo siguiente: 

Cuadro 8. Relación derechos de petición y actuaciones administrativas 2012 

AÑO 2012 

Derechos de Petición Actuaciones 

Administrativas 

501.752 184 
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Elaboración propia basada en la Rendición de cuentas 2012- Superintendencia Nacional de Salud. 

Con lo anterior, se plasma lo relacionado en el informe de gestión del año 2012, en el 

cual se muestra que se recibieron por los diferentes medios de recepción de PQRs, las 

siguientes cantidades:  

Cuadro 9. PQRs Presentados en el año 2012- Informe de Gestión- Superintendencia Nacional de Salud 

MEDIO 

ENERO- 

MARZO 

ABRIL- 

JUNIO 

JULIO- 

SEPT 

OCT- 

DIC TOTAL % PART 

TELEFÓNICO 80209 100299 93940 98381 372759 74% 

WEB 19009 17139 17944 24954 79046 16% 

ESCRITO 4956 6298 5354 8056 24664 5% 

CHAT 1758 1298 5630 6699 15385 3% 

PERSONALIZAD

O 3029 2240 2249 2380 9898 2% 

TOTAL 108961 127204 125117 140470 501752 100% 
Informe de Rendición de Cuentas de la Superintendencia Nacional de Salud Año 2012 

 

De la misma manera, se plasma la cantidad de peticiones presentada por régimen, en 

donde se evidencia la cantidad de participación por cada una de ellas y sin duda alguna la 

mayor es del régimen subsidiado.   

TIPO VIGILADO CANTIDAD PARTICIPACIÓN 

R. CONTRIBUTIVO 166100 74% 

R. SUBSIDIADO 37841 17% 

R. DE EXCEPCIÓN Y 

ESPECIALES 8616 4% 

ENTIDADES TERRITORIALES 3494 2% 

MEDICINA PREPAGA 1005 0% 

ENTIDADES ADAPTADAS AL 

SISTEMAS 522 0% 

OTROS 1537 1% 

IPS 195 0% 

SIN INFORMACION 3766 2% 

TOTAL 223079 100% 
Informe de Rendición de Cuentas de la Superintendencia Nacional de Salud Año 2012 
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Cuadro 10. PQRs por régimen presentados en el año 2012- Informe de Gestión- Superintendencia Nacional de 

Salud 

 

Con lo anterior, se demuestra que el número de peticiones, quejas y reclamos se 

aumentó, con respecto al año 2011, en donde, se discrimina las PQRs según el canal de 

recepción. 

Dentro de la rendición de cuentas presentadas se plasmó la relación de procesos 

iniciados en este año, establece que se iniciaron por falta de oportunidad y acceso al servicio, 

solo noventa y seis (96) investigaciones, pero en este informe no se evidencia la 

discriminación de los casos con los quien se iniciaron procesos administrativos, lo que genera 

desinformación, debido a que con este dato es que se determina el motivo por el cual se dio 

inicio al proceso administrativo sancionatorio.   

Cuadro 11. Procesos Administrativos Iniciados en el año 2012- Informe de Gestión Superintendencia Nacional de 

Salud 2012 

MOTIVO DE LA 

SOLICITUD CANTIDAD 

VISITAS INSPECTIVAS - 

NO CUMPLIMIENTO DE 

REQUISITOS OAU 60 

TUTELAS- DESACATOS - 

FALLO 5 

TRASLADO EXTERNOS- 

ENTI- CONTROL 4 

DERECHOS DE 

PETICIÓN- FALTA 

OPORTUNIDAD Y 

ACCESO 96 

OTROS MEDICOS- 

CORREOS SNS 19 

TOTAL 184 
Informe de Rendición de Cuentas de la Superintendencia Nacional de Salud Año 2012 
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De acuerdo a lo establecido en el informe de gestión del ese año, se establece lo siguiente: 

De las solicitudes recibidas para dar inicio a la actuación administrativa correspondiente, los 

motivos con porcentajes más representativos son: el 52.2% por la Falta de oportunidad y 

barreras de acceso en la prestación de servicios de salud por parte de los vigilados de acuerdo 

a los derechos de petición recibidos un 32,6%, de acuerdo a las visitas inspectivas realizadas, 

corresponden al no cumplimiento de los requisitos establecidos en la normatividad vigente 

en lo relacionado con las Oficinas de Atención al Usuario. 

Dentro de la misma rendición de cuentas presenta no se relaciona la existencia de 

alguna sanción, con respecto a los procesos administrativos iniciados por la Superintendencia 

Nacional de Salud, sin embargo, en este informe, se muestra de igual manera que a pesar de 

la gran cantidad de derechos de petición presentados por los ciudadanos, no se iniciaron un 

número significativo de actuaciones administrativas, dejando como ya se ha establecido 

demora o falta de intervención por parte de esa entidad afectando garantías individuales de 

los ciudadanos peticionarios.  

 

3. Rendición de cuentas 2013  

 

En la rendición de cuentas presentada en el año 2013, en lo que respecta a los derechos 

de petición y las actuaciones administrativas iniciados, se evidenció, según los datos 

presentados, el incremento las solicitudes por parte de los ciudadanos. 

Cuadro 12. Relación derechos de petición y actuaciones administrativas 2013 

AÑO 2013 

DERECHOS DE 

PETICIÓN 

ACTUACIONES 

ADMINISTRATIVAS 

645.147 72 



60 
 

Elaboración propia basada en la Rendición de cuenta 2013 – Superintendencia Nacional de Salud. 

 

Al igual, con respecto al año 2013, según los datos presentados, incremetaron las 

solicitudes por parte de los ciudadanos. En donde, fue mayor la cantidad de requerimientos 

de información que los PQRS, sin embargo, es una gran cantidad de peticiones presentadas 

por los usuarios del sistema, así como se relaciona a continuación:  

Cuadro 13. PQRs Presentados en el Año 2013- Informe de Gestión, Superintendencia Nacional de Salud 

 

Sin embargo, en el informe de gestión presentado por esta entidad, en el año 2013, no 

se relacionó minuciosamente, la información sobre los procesos administrativos, pero hacen 

la anotación que en ese año, se expidieron y notificaron de 280 actos administrativos, como 

resultado de la facultad sancionatoria de la Superintendencia Nacional de Salud, establecida 

en el Art. 128 de la Ley 1438 de 2011 y desarrollada en la Resolución 003140 del 4 de 

noviembre de 2011, en concordancia con las normas aplicables del Nuevo Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. Así mismo, establece que 

se iniciaron 86 procedimientos administrativos sancionatorios, discriminados así:  

1. En materia de impulso procesal se expidieron y notificaron setenta y dos (72) 

actos administrativos, de los cuales cuarenta y cuatro (44) correspondieron a etapa 
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probatoria (decreto de pruebas, valor probatorio) y veintiocho (28) corrieron 

traslado para alegar de conclusión a los vigilados.  

2. Se profirieron nueve sanciones con multa, discriminadas así;  

Cuadro 14. Sanciones con Multa- Informe de Gestión- Superintendencia Nacional de Salud 

 

Se deduce, como se ha establecido, que a pesar de la gran cantidad de peticiones, 

quejas y reclamos presentados por la ciudadanía, respecto a la prestación del servicio de 

salud,  solo se iniciaron setenta y dos (72) actuaciones administrativas y de ellas nada 

más tiene sanción nueve (9), a tan solo tres EPS, Famisanar, Saludcondor y Saludcoop. 

Cabe resaltar, que la ciudadanía requiere intervención de la entidad, con el fin de 

que esta realice la respectiva verificación del cumplimiento de la normatividad que los 

rige, sin embargo a pesar de las múltiples quejas elevadas por cada una de las EPS, no se 

inició actuaciones para ellas,  entonces es aquí donde resalta que tipo de acción tomó la 

Supersalud  ante las presuntas irregularidades presentadas.  

4. Rendición de cuentas 2014 
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En la rendición de cuentas presentada en el año 2014, se evidencian los siguientes 

datos en lo relacionados con los derechos de petición presentados por la ciudadanía y las 

actuaciones administrativas iniciados.  

Cuadro 15. Relación derechos de petición y actuaciones administrativas 2014 

AÑO 2014 

Derechos de Petición Actuaciones 

Administrativas 

692.998 7712 

Elaboración propia basada en la Rendición de cuentas 2014 – Superintendencia Nacional de Salud. 

 

De acuerdo al desarrollo de esta investigación, en el informe de gestión del año 2014, 

se presentaron 692.998 derechos de petición, pero tan solo 230.225 fueron PQRs o denuncias 

en contra de las EPSs, así como se relaciona a continuación. 

Cuadro 16. PQRs Presentados en el Año 2014- Informe de Gestión- Superintendencia Nacional de Salud 

 

Cabe aclarar, que en el informe de Gestión presentado por esta entidad, no se registra 

la cantidad de procesos administrativos iniciados en este año, ni tampoco se evidencian 

sanciones, por el inicio de procesos, datos que es importante  para esta investigación. De la 

misma manera, se relaciona una tabla con el tipo de Acto Administrativo, en donde se 

establece que aperturas de investigación, como se puede observar a continuación. 

Cuadro 17. Acto Administrativo- Informe de Gestión- Superintendencia Nacional de Salud 
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TIPO DE ACTO ADMINISTRATIVO NO. 

Averiguaciones Preliminares 6 

Aperturas 7.712 

Pruebas 534 

Alegatos 1.536 

Pruebas y alegatos 73 

Decisiones 328 

Caducidades 109 

Aclaratorios o Modificatorios 58 

Resolución de reposiciones 69 

Resolución de Revocatorias 45 

Archivo 302 

Otros (concede queja, reconoce parte,  

reconstrucción expediente) 

14 

TOTAL ACTUACIONES 2014 10.786 

 

Con lo anterior, se puede evidenciar que en el año 2014, se iniciaron más actuaciones 

administrativas, en virtud de la nueva resolución que las regula, teniendo en cuenta que esta 

se desarrolla en cinco (5) etapas 

1. Apertura de la investigación administrativa 

2. Ejecución de etapa probatoria y alegatos 

3. Ejecución etapa decisoria 
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4. Resolución de recursos y revocatorias 

5. Desarrollo de la etapa ejecutoria 

 

Con los decretos 2462 y 2463 de 2012 los cuales restructuraron la Superintendencia 

Nacional de salud, pretendiendo centralizar todos los procesos sancionatorios en una sola 

dependencia, por tal motivo se creó la Superintendencia Delegada de Procesos 

Administrativos, quien es la encargada de adelantar y promover en primera instancia los 

procesos sancionatorios. Pero a pesar de esto las cifras no varían mucho con respecto a lo 

presentado en los informes de Gestión de los años 2011, 2012 y 2013, porque si bien es cierto, 

se aperturaron 7712 procesos administrativos, en si solo existen 328 decisiones, es decir, un 

proceso el cual fue creado para realizarse de forma expedita, se ha vuelto engorroso y poco 

ágil.  

Por tal motivo, es necesario implementar un manejo eficiente al proceso planteado, 

es decir, se requiere eficacia, celeridad y demás principios desarrollados dentro de lo 

planteado en la Resolución 1650 de 2014, así mismo, se requiere unificar criterios, con 

respecto a la apertura de un proceso administrativo, teniendo en cuenta que puede existir 

unificación con respecto a las generalidad de las faltas cometidas en el Sistema General de 

Salud, garantizando el cumplimiento de los derechos de los ciudadanos colombianos, 

simplificando el proceso, haciéndolo uno solo, ágil y expedito, en concordancia con lo 

establecido en la ley 1437 de 2011, de acuerdo a su finalidad  

A pesar de la nueva normatividad que las rige, no existe la unificación de criterios, 

para poder determinar los factores que rigen para el inicio de una actuación administrativa, 

teniendo en cuenta que si bien es cierto, en este año se dio apertura a muchas más 

investigaciones que la de los años anteriores, no se evidencia sanción a todas ellas. De la 

http://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/decreto_2462_2013.htm#INICIO
http://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/decreto_2463_2012.htm#INICIO
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misma manera, cabe resaltar que en la actualidad el sistema de salud, sigue estando en crisis, 

existiendo un sin número de variables que afectan directamente la prestación del servicio de 

salud por parte de las EPS, afectando la oportunidad en el acceso a los servicios de salud, 

cumpliéndose en cierta medida lo establecido por Gordillo (1981, p. 106) “los métodos 

usuales de control en América Latina se han visto rebasados por la realidad, dándose así el 

resultado de sectores poblacionales sin acceso al control, o de sectores del Estado que en la 

práctica escapan al control; produciéndose simultáneamente el hecho, verificable en la 

experiencia, de que tampoco los medios empleados hasta ahora están probando en todos los 

casos ser eficaces en la forma en que se los concibió tradicionalmente”. 

Por lo tanto, debe existir un plan de contingencia, elevado por esta entidad del orden 

nacional, es decir, por la Superintendencia Nacional de Salud, con el fin de que cumplan en 

su totalidad su función de Inspección, Vigilancia y Control y garanticen el debido acceso a 

la salud, pero para el cumplimiento de esto, se debe tener en cuenta las manifestaciones de 

los ciudadanos y las peticiones elevadas por estos, teniendo en cuenta que al brindar la 

intervención oportuna le estaría garantizando el derecho a la salud a múltiples afiliados al 

sistema, partiendo de que “la responsabilidad pública también es política, si la ciudadanía no 

dispone de mecanismos directos para exigirla sólo le queda exigir la responsabilidad jurídica, 

verificando así la débil y limitada posibilidad de control político previsto en este sistema 

democrático” (Montaña, 2013, p. 173). 

Con lo expuesto, se requiere que la gestión de los procesos administrativos 

sancionatorios,  permita la unificación de criterios jurídicos y el mejoramiento de los 

procedimientos internos, con el fin de realizar la Inspección, Vigilancia y Control a la 

entidades promotoras de Salud y con esto garantizar la efectividad y oportunidad en el acceso 
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a la salud de todos los ciudadanos colombianos, es decir, tal como lo plantea Brewer-Carías 

A. R. (2013), debe existir una simbiótica entre el derecho procesal constitucional y la Justicia 

constitucional, que garantice en cumplimiento real y efectivo de las funciones delegadas en 

la Superintendencia Nacional de Salud. 

 

5. Rendición de cuentas 2015 

 

En la rendición de cuentas presentada para año 2015, se evidencian los siguientes 

datos en lo relacionados con los derechos de petición presentados por la ciudadanía y las 

sanciones administrativas impuestas por la Superintendencia Nacional de Salud. 

Cuadro 18. Relación derechos de petición y Sanciones administrativas 2015 

AÑO 2014 

Derechos de Petición Sanciones Administrativas 

325.322 1.165 

Elaboración propia basada en la Rendición de cuentas 2015 – Superintendencia Nacional de Salud. 

 

De acuerdo al desarrollo de esta investigación, en el informe de gestión del año 2015, 

se presentaron 325.322 derechos de petición por los siguientes motivos:   

Cuadro 19. PQRs Presentados en el Año 2015- Informe de Gestión- Superintendencia Nacional de Salud 
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Cabe aclarar, que en el informe de Gestión presentado por esta entidad, no se registra 

la cantidad de procesos administrativos iniciados en este año. 

De la misma manera, se relaciona una tabla con las sanciones impuestas por esa 

entidad.  

Cuadro 20. Sanciones Acto Administrativo- Informe de Gestión- Superintendencia Nacional de Salud-2015 
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De acuerdo a lo que compete a esta investigación, se puede evidenciar que para este 

año se hicieron efectivos dichos procesos administrativos iniciados, sin embargo, para las 

325.322 peticiones interpuestas, tan solo una parte fue sancionada. De la misma manera, en 

el respetivo informe de gestión, generando incertidumbre, respecto a la cantidad de 

actuaciones administrativas iniciadas en este año.  

Si bien es cierto, en el año 2014, se inició con la ejecución de la Resolución No. 1650, 

en la que se crea una nueva delegada de procesos administrativos, que pretende ejercer 

control en los temas más relevantes para el funcionamiento del Sistema y que ponen en riesgo 

la vida y salud de los colombianos como son la prestación de servicios de salud y el flujo de 

recursos, sin dejar de lado los temas de reporte de información, incumplimiento de 

instrucciones de la Superintendencia y otro tipo de incumplimientos, sin embargo, a pesar de 

su gran importancia, dentro del respectivo informe, no se visualiza la información numérica 

respecto al inicio de las actuaciones administrativas, información importante para la 

ciudadanía, teniendo en cuenta su responsabilidad frente al tema. 

 Dentro del informe respectivo, también se puede observar que con la nueva 

normatividad se ha logrado un gran impulso respecto a las actuaciones administrativas 

iniciadas, sin embargo, las sanciones son mínimas respecto al gran número de quejas y 

reclamos iniciados, en donde se deja un gran vacío en el cumplimiento de las obligaciones 
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delegadas, lo que impide que se garantice el buen funcionamiento en la prestación del 

servicio de salud. Por lo tanto  se requiere una mejora en el procedimiento interno, pero no 

en cuanto a su normatividad, ya que de acuerdo a lo descrito este cumple con los principios 

que los reglamenta, sin embargo se está viendo entorpecido por prácticas internas que limitan 

el su cumplimiento.  
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Conclusiones 

 

El derecho de petición se encuentra consagrado en la Constitución Política de 

Colombia y es uno de los derechos fundamentales de los que gozan los ciudadanos 

colombianos, este consiste en elevar peticiones respetuosas ante las autoridades tanto 

públicas como privadas con el fin de obtener pronta resolución a su solicitud, así mismo, se 

considera de gran importancia, debido a que es el mecanismo de interacción entre el 

ciudadano y las entidades del Estado, en pro del cumplimiento de los demás derechos que 

gozan los residentes colombianos. 

Debido a su gran importancia debe cumplir ciertos parámetros dentro de las prácticas 

administrativas, ya que con este se puede dar inicio a una serie de actuaciones 

administrativas, cuando el peticionario eleve la respectiva queja.  

Por lo tanto, la Superintendencia Nacional de Salud, como veedora de los derechos 

de los ciudadanos en el sistema general de salud, posee la facultad sancionatoria, con el fin 

de poder intervenir de manera oportuna ante las diversas situaciones que puedan presentarse 

en la prestación del servicio de salud.  

En consecuencia la aplicación del procedimiento adoptado por esa entidad, para el 

cumplimiento de sus deberes legales, debe tener en cuenta que este se puede iniciar mediante 

el derecho de petición, como derecho fundamental, al presentarse una presunta falla en la 

administración, las cuales se pueden adelantar por escrito o de manera verbal o la 

administración puede actuar de oficio, con el fin de brindar garantía a los derechos 

presuntamente vulnerados. 
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La administración es la protección de derechos y que por medio de las entidades se 

puede llegar a garantizarlos, sin tener que acudir a la jurisdicción, contemplando un  

procedimiento que brinde legalidad oportunidad, eficacia y eficiencia, por tal motivo, en este 

estudio se pretende plantear como metodología de la presente investigación, que el nuevo 

procedimiento, el cual proporciona los principios necesarios para el cumplimiento de los 

derechos consagrados constitucionalmente, debido a que se esté declarara aspectos 

funcionales aplicables para poder brindar coherencia normativa, pero es necesario que 

análisis de este campo disciplinar sea basado en la eficacia, ya que, este principio tiene como 

objeto alcanzar el efecto que espera tras las realización de una acción, es decir, el 

cumplimiento del deber ser de la administración, al momento de ejercer sus funciones 

debidamente. 

Así mismo, se resalta la importancia del cambio de procedimiento interno, como 

practica administrativa, con la inclusión de las entidades estatales como órganos 

reconocedores y garantistas de derechos, y sin la necesidad de que se deba acudir a la 

jurisdicción, es decir, a los jueces, teniendo en cuenta que el Estado y su administración, son 

los primeros que deben reconocer estos derechos, sin la necesidad en que le ciudadano active 

todo un aparato judicial para lograr su reconcomiendo. 

Pero como se puede observar en los informes de Gestión presentados en los años 

2011, 2012, 2013, 2014 y 2015, son pocos los procesos administrativos iniciados, lo que 

conlleva a que la función de Inspección, Vigilancia y Control, quede en un segundo plano y 

como consecuencia de esto, se observa una deficiente prestación del servicio de salud, 

vulnerando derechos fundamentales y olvidando por completo la propósito de un Estado 

Social de Derecho, quien cumple la función de garante.  
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Las garantías individuales de los ciudadanos deben ser entendidas como los derechos 

fundamentales de las personas, pero de debe tener en cuenta que su finalidad es reducir los 

efectos de las desigualdades entre los individuos y así mismo, se señalar los deberes para su 

debido ejercicio. Si bien es cierto, tienen su origen en la necesidad de protección del 

ciudadano, frente a la administración, imponiendo ciertos parámetros que le otorga la carta 

magna, en la protección de esos derechos que son inherentes a la persona, pero se debe tener 

en cuenta que al hablar de estas garantías de los ciudadanos colombianos, trae consigo 

derechos implícitos como el de recibir eficaz, oportunamente y efectivamente la 

administración de la justicia, debido a que el deber ser es disfrutar de los derechos sin que  

estos lleguen a transgredir otros propios ni los de los demás. 

Por lo expuesto, se evidencia la gran importancia de la intervención estatal, sometida 

a derecho administrativo debe la cual estar orientada por un interés general, (organismo 

administrativo responsable, orientado al interés general y sometido al régimen jurídico) que 

ofrezcan las garantías a la ciudadanía, o entendido de otra manera, las garantías están 

establecidas, pero al momento de su aplicación, se deben ejecutar con igualdad, lo cual 

protección de la ciudadanía frente a competencias que deben ser asumidas directamente por 

la Administración.  

La práctica administrativa llevada a cabo actualmente, iniciada mediante derecho de 

petición, se ve entorpecida, debido a la gran demanda de solicitudes y/o quejas que tienen los 

ciudadanos al ver que presuntamente se han vulnerado sus derechos, por esto, como opción 

acuden a la jurisdicción, con el fin de que sean protegidos y garantizados esos derechos 

legalmente protegidos, el cual, esto llevan un atraso para una contestación oportuna. Por lo 

anterior, se hace necesaria la implementación del procedimiento implementado en el 2014, 
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de forma literal de acuerdo con lo establecido en la norma, en donde,  debe corresponder a la 

motivación normativa que le brinda la apertura de una investigación. Este procedimiento, 

debe cumplir cabalmente el espíritu de la ley, garantizando un  proceso que brinde legalidad, 

oportunidad, eficacia y eficiencia.  

Por lo tanto, la protección de ciertos derechos, están delegadas a entidades que, en 

supuesto, deben cumplir con garantizar la protección de los derechos de los ciudadanos, por 

tal motivo, se creó la Superintendencia Nacional de Salud, quien cumple una función de 

Inspección, Vigilancia y Control ante los prestadores del servicio de salud y sus beneficiarios. 

Siendo así, los ciudadanos acudiendo al derecho de petición, solicitan intervención con el fin 

de solicitar el cumplimiento a supuestas violaciones del sistema.  

Por lo tanto se requiere que para el inicio de la actuación administrativa se tenga en 

cuenta lo siguiente: 

1. Unificación de criterios por parte de los funcionarios que adelantan las actuaciones 

administrativas, con el fin de que exista una uniformidad tanto en la apertura como en la 

decisión de la actuación administrativa. 

2. Acumulación de procesos, una de las estrategias que se propone en este trabajo de 

investigación, es que se recopile cada uno de los derechos de petición se clasifiquen por 

entidad y temas, con el fin de crear un solo expediente con los antecedentes suficientes para 

poder determinar el presunto incumplimiento por parte de la entidad prestadora del servicio 

de salud. 

3. Respeto de los términos; los funcionarios deben velar por el cumplimiento de los 

términos expuestos en la Resolución que actualmente regula lo pertinente respecto a las 
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actuaciones administrativas sancionatorias, ya que estos cumplen con los principios 

enunciados en la misma y al obviar dichos tiempos, se incurrirá en la vulneración del debido 

proceso, tanto para el quejoso como para la EPS.   

Pero esta solicitud, no puede quedarse solamente en la recepción y solución inmediato 

del conflicto, también se debe garantizar que futuramente no se presenten situaciones que 

pongan en indefensión a los ciudadanos, por tal motivo, se deben iniciar las acciones 

correspondientes para brindar calidad en el servicio de salud. Los procesos administrativos 

iniciados, deben ser promovidos por medio del Derecho de Petición y sus otras formas 

declaradas en las resoluciones explicadas, teniéndolo como base para el inicio de un proceso 

administrativo, en el cual se debe garantizar la participación de las partes, con la presentación 

de sus respectivos medios probatorios, es decir, un debido proceso, pero teniendo en cuenta 

que este debe ser en un tiempo corto, lo cual permitiría la una decisión sancionatoria o 

absolutoria, la cual va en consonancia con las garantías individuales de los ciudadanos y con 

esto poder cumplir con las garantías individuales.   
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Anexos 

 

1. Informe de Gestión Año 2011 de la Superintendencia Nacional de Salud. 

2. Informe de Gestión Año 2012 de la Superintendencia Nacional de Salud. 

3. Informe de Gestión Año 2013 de la Superintendencia Nacional de Salud. 

4. Informe de Gestión Año 2014 de la Superintendencia Nacional de Salud. 

5. Informe de Gestión Año 2015 de la Superintendencia Nacional de Salud. 

Cuadros 

1. Cuadro No. 1 -Diagrama Proceso Resolución 1212 de 2007. 

2. Cuadro No. 2 Diagrama Proceso Resolución 3140 de 2011. 

3. Cuadro 3. Diagrama Proceso Administrativo Resolución 1650 de 2014. 

4. Cuadro 4. Relación derechos de petición y actuaciones administrativas 2011 
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Gestión Año 2011- Superintendencia Nacional de Salud 

6. Cuadro 6. Relación derechos de petición por EPS 

7. Cuadro 7. Procesos iniciados- Informe de Gestión 2011- Superintendencia 

Nacional de Salud 

8. Cuadro 8. Relación derechos de petición y actuaciones administrativas 2012 

9. Cuadro 9. PQRs Presentados en el año 2012- Informe de Gestión- 

Superintendencia Nacional de Salud 
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10. Cuadro 10. PQRs por régimen presentados en el año 2012- Informe de Gestión- 

Superintendencia Nacional de Salud 

11. Cuadro 11. Procesos Administrativos Iniciados en el año 2012- Informe de 

Gestión Superintendencia Nacional de Salud 2012  

12. Cuadro 12. Relación derechos de petición y actuaciones administrativas 2013 

13. Cuadro 13. PQRs Presentados en el Año 2013- Informe de Gestión, 
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14. Cuadro 14. Sanciones con Multa- Informe de Gestión- Superintendencia 

Nacional de Salud 

15. Cuadro 15. Relación derechos de petición y actuaciones administrativas 2013 

16. Cuadro 16. PQRs Presentados en el Año 2014- Informe de Gestión- 

Superintendencia Nacional de Salud 

17. Cuadro 17. Acto Administrativo- Informe de Gestión- Superintendencia 

Nacional de Salud 

18. Cuadro 18. Relación derechos de petición y Sanciones administrativas 2015. 
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Superintendencia Nacional de Salud. 
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